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SEÑORES MIEMBROS DEL JURADO CALIFICADOR: 
En cumplimiento de las disposiciones del Reglamento de Grados y Títulos de la 
Universidad César Vallejo, someto a vuestro criterio profesional la evaluación de mi 
tesis titulada: “Vulneración del derecho a la salud de las personas portadoras de 
VIH-sida en la ciudad de Lima en el periodo 2002-2012”. 
La presente investigación, tiene como objetivo principal determinar si se ha 
vulnerado el derecho a la salud de las personas portadoras de VIH-sida en la ciudad 
de Lima en el periodo 2002-2012; es decir, si estas personas no han recibido la 
protección adecuada por parte del Estado, que implica la atención médica integral 
que debido a su situación de vulnerabilidad merecen. Para ello, se han analizado 
expedientes judiciales de la materia (acciones de amparo interpuestas por personas 
con VIH-sida contra el Ministerio de Salud); y para complementar la información 
obtenida, se han realizado entrevistas a magistrados especialistas en materia 
Constitucional y Civil.  
Esta investigación consta de seis capítulos: En el primer capítulo se presenta la 
realidad problemática, la misma que conlleva a la formulación del problema de 
investigación, además se plantean los objetivos y se desarrolla el marco referencial 
(teórico y conceptual). En el segundo capítulo denominado Marco Metodológico, se 
plantea la hipótesis y sus respectivas variables, se define la metodología, población 
y muestra, el método de investigación, las técnicas e instrumentos aplicados para 
la recolección de datos; y el método utilizado para el análisis. En el tercer capítulo 
se muestran los resultados obtenidos, tanto del análisis de los expedientes 
judiciales como de lo expresado por los magistrados entrevistados, concluyendo 
con la comprobación de la hipótesis planteada. En el cuarto capítulo se realiza la 
discusión de los resultados con lo señalado por autores citados en el marco teórico. 
En el quinto capítulo se detallan todas las conclusiones arribadas a lo largo de la 
investigación; y finalmente, el sexto capítulo está dedicado íntegramente a formular 
sugerencias a fin de revertir la situación de vulneración del derecho a la salud de 
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La presente investigación lleva como título “Vulneración del derecho a la salud de 
las personas portadoras de VIH-sida en la ciudad de Lima en el periodo 2002-2012” 
y tiene como objetivo general determinar si efectivamente  se ha vulnerado el 
derecho a la salud de las PVVS en la ciudad de Lima, en el periodo indicado. 
Para lograr dicho objetivo se utilizó el tipo de estudio Jurídico-Descriptivo, que 
analiza y describe un tema o fenómeno jurídico;  el diseño no experimental, pues 
no se permite la manipulación de variables; y, las técnicas empleadas son el 
análisis documental y las entrevistas, constituyendo la población y muestra: 4 
expedientes judiciales ubicados en la Corte Superior de Justicia de Lima y 3 
magistrados especialistas en el tema. 
La conclusión a la que se llegó luego del análisis correspondiente, es que sí se ha 
vulnerado el derecho a la salud de estas personas, ya que se les niega la atención 
médica integral que por ley les corresponde, y el Estado (Ministerio de Salud) evade 
su responsabilidad señalando que el derecho a la salud constituye una norma 
programática y no un derecho concreto, oponiendo además una norma 
reglamentaria frente a la misma ley. 
Palabras Claves: Derecho a la salud, Expedientes judiciales, Atención médica 















This research is entitled "Infringement of the right to health of people living with HIV-
AIDS in the city of Lima in the 2002-2012 period " and generally aims to determine 
whether we had violated the right to health PLHA in the city of Lima, in the given 
period. 
To achieve this objective we used the type of Legal-Descriptive study, which 
analyzes and describes an issue or legal phenomenon, the non-experimental 
design, since the manipulation of variables is not allowed, and, the techniques used 
are document analysis and interviews, constituting the population and sample: 4 
court records located in the Superior Court of Justice of Lima and 3 magistrates 
specialists in the subject. 
The conclusion reached after the appropriate analysis, is that the right to health of 
these people has been infringed, because they are denied the integral health care 
they are entitled by law, and the State (Ministry of Health) evades its responsibility 
by pointing out that the right to health is a programmatic standard and not an specific 
right, also opposing a regulatory norm facing the same law. 
Keywords: Right to health, Court records, Integral health care, Programmatic 








































1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
  
 
1.1.1. REALIDAD PROBLEMÁTICA. 
 
En 1981, en el Centro para Control de las enfermedades de Estados 
Unidos, se reportaron cinco casos graves de neumonía ocurridos en 
Los Ángeles, estos casos fueron multiplicándose y expandiéndose a 
otras zonas del país; es así que un científico norteamericano publicó 
un artículo referente a estos casos, asociándolos con una posible 
nueva enfermedad que atacaba al sistema inmunológico. En 1982, ya 
era posible definir esta enfermedad: Síndrome de Inmunodeficiencia 
Adquirida (SIDA); y, en 1983 se identificó su causa: el Virus de 
Inmunodeficiencia Humana (VIH). Así, la enfermedad comenzó a 
propagarse, y consigo la discriminación, la estigmatización de las 
personas con las que se relacionaba la enfermedad (como los 
homosexuales), la limitación de ciertos derechos (como al trabajo), 
entre otras consecuencias. 
 
A nivel mundial, según cálculos de la OMS y ONUSIDA, a finales del 
2011 había en el mundo unos 34,2 millones de personas infectadas por 
el VIH. Ese mismo año, contrajeron la infección unos 2,5 millones de 
personas, y 1,7 millones de personas murieron por causas relacionadas 
con el sida, entre ellos 230 000 niños18. 
 
A nivel nacional, en el año 1983 aparece el primer caso de sida; y en 
abril del 2010, el Ministerio de Salud ya registraba 38 mil 867 casos de 
VIH y 25 mil 666 de sida19. 
En la ciudad de Lima, según el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI), en el periodo 2001-2009, en el departamento de 
Lima se presentaron 13 mil 630 casos notificados de VIH, además de 
                                                          
18 Organización Mundial de Salud.  2013 <www.who.int> 
19 Dirección General de Epidemiología del Ministerio de Salud.  Situación Epidemiológica del VIH/SIDA en el 
Perú [en línea].  Lima: Ministerio de Salud, 2009.  [fecha de consulta: 20 de octubre 2012].  Disponible en: 
http://www.oge.sld.pe/vigilancia/vih/Boletin_2009/diciembre.pdf 
los mil 938 de la Provincia Constitucional del Callao; y en el caso del 
sida, el número de casos era de 8 mil 651 y 897, respectivamente. 
 
Ante las cifras presentadas, cabe analizar la protección que brinda el 
Estado a este grupo de personas, tomando en cuenta que su salud se 
ve deteriorada día a día hasta el punto de llevarlos a la muerte. Es así 
que nos tropezamos con nuestra realidad nacional, y es que a estas 
personas se les niega el acceso al tratamiento integral que por ley les 
corresponde, bajo la excusa de que el derecho a la salud es un derecho 
programático, por ende, de realización progresiva. Es por ello, que en 
el año 2002 se presentó la primera acción de amparo interpuesta por 
una persona portadora de VIH-sida contra el Estado Peruano, 
representado por el Ministerio de Salud (MINSA), por la vulneración de 
su derecho a la salud, solicitando se le otorgue la atención médica 
integral que en su condición de paciente con VIH-sida le correspondía, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley N° 26626; por 
su parte, la Procuraduría Pública encargada de los asuntos judiciales 
del MINSA, contesta la demanda solicitando que sea declarada 
improcedente, argumentando que no se ha constatado la violación o 
amenaza concreta de ningún derecho, y que además no existe 
obligación por parte del Estado de prestar atención sanitaria ni facilitar 
medicamentos en forma gratuita a la demandante ni a otra persona, 
siendo la única excepción el caso de las madres gestantes infectadas 
con el VIH y todo niño nacido de madre infectada, según lo dispuesto 
en el artículo 10° del Decreto Supremo N° 004-97-SA, señalando 
también que el derecho a la salud y la política nacional de salud 
constituyen normas programáticas que representan un mero plan de 
acción para el Estado, más que un derecho concreto.  
Sin embargo, y llegando este caso ante el máximo intérprete de la 
Constitución, el Tribunal Constitucional, se determinó que si bien la 
salud pública depende de la disponibilidad de medios con que cuente 
el Estado, ello no justifica la inacción prolongada del mismo, ya que ello 
devendría en una omisión constitucional. Finalmente se declara 
fundada la demanda y se ordena al Ministerio de Salud que incluya a 
la recurrente en el grupo de pacientes que recibirán tratamiento integral 
contra el VIH-sida, el mismo que constará de la provisión de 
medicamentos y los análisis correspondientes, según las indicaciones 
de los médicos del hospital tratante. 
 
Como se expone, se genera un conflicto entre el Estado y los 
ciudadanos (específicamente, portadores de VIH-sida) en torno al 
derecho a la salud, debido a que el Estado se sustrae de su obligación 
de protección y promoción de este derecho, bajo la premisa de 
encontrarse frente a un derecho programático, es decir, un derecho de 
realización progresiva, sobretodo porque implica una habilitación 
presupuestaria, olvidándose o pretendiendo olvidar el carácter 
prestacional del derecho a la salud. ¿Acaso, el derecho a la salud no 
es un derecho fundamental?, efectivamente lo es; por ello resulta 
incomprensible que el Estado alegue la falta de presupuesto como 
justificación de su inacción prolongada. Se debe tener muy claro que la 
salud no es un favor, es un derecho. 
 
Conociendo que este tipo de situaciones se presentan en nuestro país, 
surge la imperiosa necesidad de proteger a estas personas, que se 
encuentran en una situación de vulnerabilidad, debido a que muchas 
de ellas no pueden acceder al tratamiento por motivos económicos; si 
bien, existen diversas normas sobre la materia, estas no resultan 
efectivas para proteger su derecho a la salud, el mismo que se 
encuentra íntimamente ligado con el derecho a la vida.  
 
1.1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA. 
 
Ante la problemática descrita en líneas precedentes, surge la 
interrogante: 
 
¿Se ha vulnerado el derecho a la salud de las personas portadoras de 





Las razones que justifican la presente investigación, son las siguientes: 
 
 Desde el punto de vista social: En la presente investigación se 
determina que las personas portadoras de VIH-sida no están 
recibiendo protección adecuada por parte del Estado y se ha 
vulnerado su derecho a la salud; ante dicha situación la sociedad 
no puede ser ajena, por lo que esta investigación sirve de fuente 
de información, para tomar conciencia del problema y contribuir a 
la solución del mismo. 
 
 Desde el punto de vista jurídico: Esta investigación permite conocer 
si las normas nacionales que protegen a las personas portadoras 
de VIH-sida son aplicadas como corresponden; asimismo se 
analiza el carácter prestacional del derecho a la salud, ya que dicho 
carácter esencial entra en colisión con la concepción programática 
que mantiene el Estado. 
 
 Desde el punto de vista práctico: En especial, es de importancia 
práctica para las personas portadoras de VIH-sida, ya que les 
permite conocer las normas que les reconocen derechos, como a 
la atención médica integral; y también los mecanismos de 
exigibilidad del derecho a la salud, de manera que estas personas 





1.1.4.1. ANTECEDENTES INTERNACIONALES. 
 
No se encontró ninguna investigación sobre el tema. 
 
1.1.4.2. ANTECEDENTES NACIONALES. 
 
En la investigación  “Derecho a la salud: Ejercicio, exigencia y 
cumplimiento. Acceso a atención, tratamiento e insumos en salud 
sexual y reproductiva y VIH-Sida”, de Ricardo Corcuera, Catalina 
Hidalgo y Alicia Quintana, del Consorcio de Investigación 
Económica y Social - Observatorio del Derecho a la Salud situado 
en la ciudad de Lima, realizada en el año 2006; se llegó a la 
conclusión de que la vulneración del derecho a la salud que 
conduce a la implementación de un mecanismo de exigibilidad ha 
estado acompañada, en todos los casos estudiados, de la 
afectación de otros derechos vinculados a la salud, que no 
necesariamente se hicieron visibles en el procedimiento de 
exigibilidad, lo que pone en evidencia la magnitud en la que el 
sistema de salud incumple su obligación de proteger el derecho a 
la salud, y muestra que no existen mecanismos de supervisión y 
control propios del Estado. Asimismo, en los resultados sobre la 
situación de vulnerabilidad vital que vive la persona en el 
momento en que se afecta su derecho a la salud, se llegó a la 
conclusión de que la situación de vulnerabilidad se agrava debido 
a nuestra cultura de no reconocimiento de la salud como un 
derecho; y por último, en cuanto a los componentes del derecho 
a la salud, se llega a la conclusión de que el componente: Acceso 
a tratamiento, medicamentos e insumos requeridos en el 
momento oportuno, se ve afectado en todos los casos estudiados. 
 
 
1.1.4.3. ANTECEDENTES LOCALES. 
 






 Determinar si se ha vulnerado el derecho a la salud de las 





 Determinar si el Estado evade su responsabilidad de protección 
del derecho a la salud de las personas portadoras de VIH-sida, 
bajo una concepción programática del mismo, sin considerar 
su carácter prestacional. 
 
 Determinar si el Estado cumple con lo establecido en la Ley N° 
26626, otorgando atención médica integral a todas las 
personas portadoras de VIH-Sida, o se ampara en una norma 
de menor rango, como es el Decreto Supremo N° 004-97-SA, 
para restringir dicha atención. 
 
 Verificar la protección otorgada por el Órgano Jurisdiccional en 




1.2. MARCO REFERENCIAL. 
 
1.2.1. MARCO TEÓRICO. 
 
1.2.1.1. VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD. 
 
1.2.1.1.1. DERECHO HUMANOS. 
 
“Los derechos humanos aparecen como un conjunto de 
facultades e instituciones que, en cada momento histórico, 
concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad 
humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los 
ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional.”20 
 
Tomando en consideración el concepto brindado, se puede 
señalar que los derechos humanos son facultades inherentes a la 
persona humana y a su dignidad, que le permiten desarrollarse 
plenamente en la sociedad, es por tal motivo, que requieren del 
reconocimiento del Estado, a través de su plasmación en 
instrumentos legales que permitan la protección de los mismos. 
 
La clasificación de los derechos humanos corresponde al proceso 
histórico de evolución teórica en el contenido de los mismos, 
dividiéndose de la siguiente manera: 
a) Derechos de Primera Generación. 
 
Son denominados de tal manera por ser los primeros en alcanzar 
reconocimiento y protección a través de su plasmación en la 
legislación positiva.  
 
El surgimiento de estos derechos, se vincula con el auge del 
constitucionalismo liberal, siendo así, corresponden al periodo de 
finales del siglo XVIII  e inicios del siglo XIX. Son los denominados 
derechos civiles y políticos. 
 
Los primeros, a decir de García Toma, permiten el disfrute de la 
libertad personal y de la plena autonomía de la voluntad. Aluden 
a la exigencia del respeto de la libertad frente a la sociedad y el 
Estado.21 Es decir, los derechos civiles consisten básicamente en 
                                                          
20 PEREZ Luño, Antonio en: MONTOYA Chuquipoma, Segundo.  Constitución y Derechos Humanos.  2a ed.  
Chimbote: Montoya Editores, 2009.  71-72 p.  
 
21 GARCÍA  Toma, Víctor en: MONTOYA Chuquipoma, Segundo.  Constitución y Derechos Humanos.  2a ed.  
Chimbote: Montoya Editores, 2009.  14 p. 
el respeto de la libertad y autonomía del individuo, las que se 
pueden imponer incluso frente al Estado. 
 
En cuanto a los derechos políticos, estos implican  la participación 
de las personas en la formación de la voluntad del Estado. Se 
trata de la facultad de las personas de intervenir en los asuntos 
públicos de la comunidad; por tanto, implican su participación 
legitimante en la organización y desarrollo de la sociedad política.  
 
Los derechos de primera generación son: A la vida, a la integridad 
física y moral, a la libertad personal, a la seguridad personal, a la 
igualdad ante la ley, a la libertad de pensamiento, de conciencia y 
de religión, a la libertad de expresión y opinión, de resistencia y 
de inviolabilidad de domicilio, a la libertad de movimiento o de libre 
tránsito, a la justicia, a una nacionalidad, a contraer matrimonio y 
fundar una familia, a participar en la dirección de asuntos políticos, 
a elegir y ser elegidos para cargos públicos, a formar un partido o 
afiliarse a alguno, a participar en elecciones democráticas. 
 
b) Derechos de Segunda Generación. 
 
El surgimiento de estos derechos, se vincula con el auge del 
constitucionalismo social, a comienzos del siglo XX. La primera 
Constitución en incorporarlos, fue la de México de 1917. 
 
El reconocimiento de estos derechos se sustenta en la necesidad 
de remover aquellos obstáculos de tipo económico o social, que 
impiden el pleno desarrollo de la persona humana; y es que, si se 
aspira a que el hombre sea realmente lo que quiere ser, se deben 
eliminar las barreras que lo impiden. Se trata de considerar la 
posición de la persona dentro de la sociedad, incluyendo también 
la exigencia ante el Estado, que deberá realizar acciones 
concretas para lograr el ejercicio de los mismos.  
 
“Estos derechos son considerados derechos-prestaciones que 
consisten en la obtención de prestaciones de cosas o de 
actividades, en el ámbito económico - social, frente a personas o 
grupos que detentan el poder del Estado y frente a los grupos 
sociales dominantes. Los derechos económicos, sociales y 
culturales ocupan un lugar importante en los sistemas jurídicos y 
aspiraciones políticas en diversos países del mundo.”22 Es decir, 
los derechos sociales son derechos prestacionales, lo que implica 
que el Estado debe adoptar medidas concretas a fin de 
garantizarlos. 
Encontramos dentro de este grupo a los derechos económicos, 
sociales y culturales, en adelante DESC, integrados de la 
siguiente manera: 
 
- Derechos económicos: A la propiedad (Individual y colectiva), 
y a la seguridad económica. 
- Derechos sociales: A la alimentación, al trabajo (a un salario 
justo y equitativo, al descanso, a sindicalizarse, a la huelga), a 
la seguridad social, a la salud, a la vivienda, a la educación. 
- Derechos culturales: A participar en la vida cultural del país, a 
gozar de los beneficios de la ciencia, a la investigación 
científica, literaria y artística. 
 
c) Derechos Tercera Generación.    
 
Fueron los últimos en alcanzar reconocimiento y protección 
formal. El surgimiento de estos derechos, se vincula con el auge 
del solidarismo jurídico; siendo así corresponden a la época del 
                                                          
22MONTOYA Chuquipoma, Segundo.  Constitución y Derechos Humanos.  2a ed.  Chimbote: Montoya 
Editores, 2009.  98 p. 
proceso de descolonización y la creación de un orden mundial 
basado en la justicia y la colaboración. 
 
Siguiendo la línea de García Toma: “Ellos suponen un esfuerzo 
mancomunado en pro de la autodeterminación de los pueblos; la 
forja de sus propias conformaciones políticas; la búsqueda de un 
orden económico y social más justo; y en la defensa solidaria del 
medio ambiente y de los restos arqueológicos, construcciones y 
monumentos legados por los hombres del pasado a las 
generaciones venideras del mundo.23 
 
Es decir, estos derechos tienen como base el reconocimiento de 
la libre determinación de los pueblos en la conformación del 
Estado-nación, así como en la necesidad de proteger y preservas 
los espacios ecológicos para las generaciones futuras, ya que la 
gran industria va depredando poco a poco dichos espacios; 
asimismo se encamina en la búsqueda del desarrollo armónico de 
los pueblos y la defensa del patrimonio histórico de la humanidad. 
 
A su vez, Carruteiro y Gutierrez, señalan que estos derechos 
surgen en nuestro tiempo como respuesta a la necesidad de 
cooperación entre las naciones, así como de los distintos grupos 
que la integran. Se forma por los llamados derechos de los 
pueblos.24Efectivamente, es por esa razón que los derechos de 
tercera generación son considerados como derechos de los 
pueblos o de solidaridad. 
 
Estos derechos son: A la paz, al desarrollo económico, a la 
autodeterminación, a un ambiente sano, a beneficiarse del 
patrimonio común de la humanidad, y a la solidaridad. 
                                                          
23 GARCÍA  Toma, Víctor en: MONTOYA Chuquipoma, Segundo.  Constitución y Derechos Humanos.  2a ed.  
Chimbote: Montoya Editores, 2009.  100  p. 
24 CARRUTEIRO, Francisco y GUTIÉRREZ, Mario.  Estudio Doctrinario y Jurisprudencia al Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional.  1a ed. Lima: Studio Editores, 2006.  126 p. 
 
1.2.1.1.2. DERECHO A LA SALUD. 
 




- Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1976): 
 
En este instrumento internacional, se menciona en el preámbulo 
algo muy importante como base del reconocimiento de los DESC, 
primero se señala que estos derechos se desprenden de la 
dignidad inherente a la persona humana, para posteriormente 
indicar que “no puede realizarse el ideal del ser humano libre, 
liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen 
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 
civiles y políticos (…)”. 
 
El artículo 12° se refiere específicamente al derecho a la salud, 
concebido como el derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental, señalando como 
medidas que deben adoptar los Estados Partes, las siguientes: 
 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, 
y el sano desarrollo de los niños;  
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del 
trabajo y del medio ambiente;  
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la 
lucha contra ellas;  
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia 
médica y servicios médicos en caso de enfermedad. 
 
- Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales – “Protocolo de San Salvador” (1999): 
 
En el preámbulo del presente instrumento, e intentando dejar 
atrás la diferencia entre derechos civiles y derechos sociales en 
torno a su efectividad, se señala que las diferentes categorías de 
derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base 
en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo 
que se exigen una tutela y promoción permanente con el objeto 
de lograr su vigencia plena. 
 
En el artículo 10° se  reconoce el derecho a la salud, tomando 
como definición al igual que el instrumento anteriormente 
mencionado, que es el derecho al disfrute del más alto nivel de 
bienestar físico, mental y social.  
 
Asimismo, se determina el compromiso de los Estados partes, de 
reconocer la salud como un bien público y de adoptar las 
siguientes medidas para garantizar este derecho: 
 
a) La atención primaria de la salud, entendiendo como tal, la 
asistencia sanitaria esencial puesta al alcance de todos los 
individuos y familiares de la comunidad; 
b) La extensión de los beneficios de los servicios de salud a 
todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado; 
c) La total inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas; 
d) La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
endémicas, profesionales y de otra índole; 
e) La educación de la población sobre la prevención y 
tratamiento de los problemas de salud, y 
f) La satisfacción de las necesidades de salud de los grupos 
de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza 





- Constitución Política del Perú (1993): 
 
Artículo 7º.- Todos tienen derecho a la protección de su salud, la 
del medio familiar y de la comunidad así como el deber de 
contribuir a su promoción y defensa. La persona incapacitada 
para velar por sí misma a causa de una deficiencia física o mental 
tiene derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal de 
protección, atención, readaptación y seguridad. 
 
Artículo 9º.- El Estado determina la política nacional de salud. El 
Poder Ejecutivo norma y supervisa su aplicación. Es responsable 
de diseñarla y conducirla en forma plural y descentralizadora para 
facilitar a todos el acceso equitativo a los servicios de salud. 
Protege el derecho a la salud del medio familiar y de la 
comunidad, que el Estado determina la política nacional de salud. 
El Estado reconoce el derecho universal y progresivo de toda 
persona a la seguridad social, Los fondos y las reservas de la 
seguridad social son intangibles. 
 
B. DEFINICIÓN DEL CONCEPTO DERECHO A LA SALUD Y 
COMPONENTES BÁSICOS. 
 
En principio, es de señalar que el derecho a la salud es un 
derecho de segunda generación, un derecho social. 
 
En cuanto a su definición, para muchos la salud se definió 
negativamente como la ausencia de enfermedad; sin embargo, la 
definición más aceptada de la salud es la que figura en el 
preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS): “La salud es un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o 
enfermedades. El goce del grado máximo de salud que se pueda 
lograr, es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano 
sin distinción de raza, religión, ideología política o condición 
económica o social.” 
 
Restrepo considera que el derecho a la salud  es el derecho que 
tiene toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental (…) lo cual supone el mayor esfuerzo posible para 
los Estados, la mayor cantidad de recursos disponibles para el 
sector; todo en busca de algo más que liberar al individuo de 
afecciones o molestias y proveer las condiciones que le permitan 
desarrollarse sanamente y gozar de un nivel de vida adecuado 
con el mayor nivel posible de salud.25 
 
Entonces, si la salud es entendida como el funcionamiento 
armónico del organismo del ser humano, tanto en su aspecto 
físico como psicológico; el derecho a la salud es la facultad del 
individuo de alcanzar el más alto grado de salud posible, ello 
implica que el titular de dicho derecho tenga acceso a los bienes, 
servicios y condiciones necesarias. 
 
                                                          
25 RESTREPO, Rodrigo.  Home Page.  9 de marzo 2008. 
<http://giramvndo.blogspot.com/> 
También disponible en: http://giramvndo.blogspot.com/2008/03/el-derecho-la-salud-es-la-forma.html 
La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos26 considera como aspectos fundamentales 
del derecho a la salud: 
 
El derecho a la salud es un derecho inclusivo. 
Es decir, no se trata sólo del acceso a atención sanitaria y 
creación de hospitales, sino que implica diversos factores que 
pueden contribuir a una vida sana, estos factores son 
denominados por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales como “factores determinantes básicos de la salud”, y 
son los siguientes: 
 
 Agua potable y condiciones sanitarias adecuadas; 
 Alimentos aptos para el consumo; 
 Nutrición y vivienda adecuadas; 
 Condiciones de trabajo y un medio ambiente salubres; 
 Educación e información sobre cuestiones relacionadas con 
la salud; 
 Igualdad de género. 
 
El derecho a la salud comprende algunas libertades. 
Estas libertades comprende el derecho a no ser sometido a 
tratamiento médico sin el propio consentimiento (como 
experimentos e investigaciones médicas, esterilización forzada) y 
a no ser sometido a tortura u otros tratos inhumanos o 
degradantes. 
 
El derecho a la salud comprende algunos derechos. 
Al respecto, se considera que el derecho a la salud incluye: 
                                                          
26 El derecho a la salud - Folleto Informativo N° 31.  [en línea].  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los derechos humanos.  [Fecha de consulta: 12 de enero 2013]. 
Disponible desde Internet: 
http://www.unscn.org/layout/modules/resources/files/Factsheet31sp_1.pdf 
 El derecho a un sistema de protección de la salud que brinde 
a todos iguales oportunidades para disfrutar del más alto nivel 
posible de salud; 
 El derecho a la prevención y el tratamiento de las 
enfermedades, y la lucha contra ellas;  
 El acceso a medicamentos esenciales;  
 La salud materna, infantil y reproductiva;  
 El acceso igual y oportuno a los servicios de salud básicos; 
 El acceso a la educación y la información sobre cuestiones 
relacionadas con la salud; 
 La participación de la población en el proceso de adopción de 
decisiones en cuestiones relacionadas con la salud a nivel 
comunitario y nacional. 
 
Deben facilitarse servicios, bienes e instalaciones de salud a 
todos sin discriminación. 
La no discriminación es un principio fundamental de los derechos 
humanos y por ello, es decisiva para el disfrute del más alto nivel 
posible de salud. 
 
 
Todos los servicios, bienes e  instalaciones deben estar 
disponibles y ser accesibles, aceptables y de buena calidad. 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas, adoptó en el año 2000, una Observación 
General sobre el derecho a la salud27, en la que se establecía los 
cuatro componentes básicos del contenido del derecho a la salud: 
disponibilidad, accesibilidad, calidad y aceptabilidad, 
entendiéndose cada componente de la siguiente manera: 
                                                          
27 Observación General N° 14.  [en línea].  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas.  2000.  [Fecha de consulta: 12 de enero 2013]. 




 La disponibilidad, que implicará que el Estado ponga a 
disposición de las personas un número suficiente de 
establecimientos de salud, así como los programas de salud 
necesarios, los profesionales médicos y los medicamentos 
esenciales. 
 
 La accesibilidad, se refiere a que toda persona pueda acceder 
a los establecimientos, benes y servicios de salud sin 
discriminación alguna; por tanto, la accesibilidad comprende 
a su vez: 
 
i) No discriminación. 
ii) Accesibilidad física.  
iii) Accesibilidad económica.   
iv) Acceso a la información. 
 
 La aceptabilidad, que consiste en respetar la ética médica y 
la cultura de las personas, asimismo se exige sensibilidad 
respecto a los requisitos de género y el ciclo de vida. 
 
 La calidad, implica que estos centros sean los adecuados 
para atender a la población. Específicamente, se trata de 
contar con personal médico capacitado, medicamentos y 
equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen 
estado y condiciones sanitarias adecuadas. 
 
 
1.2.1.1.3. CONCEPCIÓN PROGRAMÁTICA DEL DERECHO A LA 
SALUD. 
 
Como ya se ha explicado, los derechos humanos se dividen en 
generaciones, justamente, esa división ocasionó que se tenga la 
equivocada idea de que los derechos civiles y políticos son 
derechos fundamentales, mientras que los DESC son sólo 
normas programáticas, no exigibles inmediatamente frente al 
Estado. 
 
En primer lugar, se debe determinar el tipo de Estado peruano. Si 
bien, nuestra actual Carta Magna, no lo define concretamente en 
un artículo, como sí lo hacía la Constitución Política de 197928, se 
puede señalar que de la interpretación de los artículos 3° y 43° de 
la actual Constitución, se determina que el nuestro es un Estado 
Social y Democrático de Derecho. Así, el artículo 3° referente a la 
cláusula abierta de derechos, hace mención al "Estado 
democrático de derecho"; es decir,  el Estado de derecho 
concebido como la forma política caracterizada por la sumisión 
del poder al Derecho, mediante la limitación jurídica de su 
actividad, lo que implica además que se fundamenta en la 
separación de poderes, el respeto de los derechos 
fundamentales, el principio de legalidad de la actuación 
administrativa y la responsabilidad del Estado, facilitada por el 
reconocimiento de su personalidad jurídica. Por su parte, el 
artículo 43° hace referencia al carácter social, como característica 
de nuestra República; ello implica una serie de responsabilidades 
para el Estado, tanto legislativas como económicas, que debe 
satisfacer a favor de la población, destinataria de la 
implementación de programas que cubran las necesidades 
básicas que aseguren un nivel digno de vida. 
 
Trazados los lineamientos del Estado social y democrático de 
derecho, se observa su coincidencia con las consideraciones 
apuntadas por el Tribunal Constitucional, al señalar que "la 
configuración del Estado Social y Democrático de Derecho 
                                                          
28 El artículo 4° de la Constitución Política de 1979, consagraba al Estado social y democrático de derecho. 
requiere no solo de la exigencia de condiciones materiales para 
alcanzar sus presupuestos -lo que exige una relación directa de 
las posibilidades reales y objetivas del Estado con la activa 
participación de los ciudadanos en el quehacer estatal- sino, 
además, su identificación con los fines de su contenido social, a 
efectos de que pueda evaluar tanto los contextos que justifiquen 
su accionar, como aquellos que justifiquen su abstención, 
evitando convertirse en un obstáculo para el desarrollo social"29. 
 
Los DESC requieren actuaciones positivas o medidas 
prestacionales por parte del Estado, exigen la implementación de 
condiciones esencialmente técnicas (legislativas o 
administrativas) y también condiciones económico-sociales 
(habilitación presupuestal y creación de programas). 
 
Sin embargo, son las condiciones económicas a las que atribuye 
el Estado su inacción, tal como señala Torres Montoya, son los 
factores económicos los que relegan el cumplimiento de estos 
derechos, por lo que, exigir una inmediata tutela de las 
necesidades más urgentes que se presentan en toda sociedad, 
como es el caso de la educación, salud o vivienda, resulta 
complicado. Por ello, los DESC han sido relegados dentro de una 
"noción de progresividad que ha negado su  naturaleza jurídica y 
ha permitido aunque tácitamente la violación de ellos por parte de 
los Estados, pues en la práctica no se les ha reconocido su 
esencia como verdaderos derechos humanos.30 O como señala, 
Francisco Gómez Sánchez Torrealva, la problemática de los 
DESC es tan profunda como el desinterés estatal que se ampara 
                                                          
29 STC Nº 07320-2005-AA, FJ. 5. Tribunal Constitucional del Perú.  2013  <www.tc.gob.pe> 
 
30 TORRES Montoya, Fernando.  Los derechos económicos, sociales y culturales y la zona gris de los Derechos 
Humanos.  Actualidad Jurídica, (139): 263 p, Junio 2005.   
en la escasez de recursos para justificar la desatención de 
programas sociales.31 
 
Al respecto, es de precisar que los derechos humanos, incluidos 
los DESC, no son progresivos, ya que no nacen ni se exigen de a 
pocos, se exigen y se reconocen de manera inmediata, en todo 
caso, la progresividad debe considerarse ligada a los mecanismos 
de implementación que se utilicen para hacer efectivos estos 
derechos. 
 
Tal como señala la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los derechos humanos32: 
 
El derecho a la salud NO es sólo un objetivo programático a 
largo plazo, el hecho de que la salud deba ser un objetivo 
programático tangible no significa que no se deriven de él 
obligaciones inmediatas para los Estados. En efecto, éstos deben 
hacer todo lo posible, dentro de los límites de los recursos 
disponibles, para hacer efectivo el derecho a la salud, y adoptar 
medidas en ese sentido sin demora. A pesar de las limitaciones 
de recursos, algunas obligaciones tienen un efecto inmediato, por 
ejemplo garantizar el derecho a la salud sin discriminatoria alguna 
y elaborar leyes y planes de acción específicos u otras medidas 
análogas a efectos de la plena realización de este derecho, como 
con cualquier otro derecho humano. Los Estados también deben 
garantizar un nivel mínimo de acceso a los componentes 
materiales esenciales del derecho a la salud, por ejemplo el 
                                                          
31 La salud como atributo no programático.  [en línea].  Lima: Universidad San Juan Bautista.   [Fecha de 
consulta: 12 de noviembre 2012]. 
Disponible desde Internet: 
boletinderecho.upsjb.edu.pe/articulos/salud_programatico.doc  
32 El derecho a la salud - Folleto Informativo N° 31.  [en línea].  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los derechos humanos.  [Fecha de consulta: 12 de enero 2013]. 
Disponible desde Internet: 
http://www.unscn.org/layout/modules/resources/files/Factsheet31sp_1.pdf 
suministro de medicamentos esenciales y la prestación de 
servicios de salud maternoinfantil. 
 
Las dificultades económicas de un país NO le eximen de la 
obligación de adoptar medidas que garanticen el disfrute del 
derecho a la salud. A menudo se afirma que, cuando no pueden 
permitírselo, los Estados no están obligados a adoptar medidas 
para garantizar el disfrute de este derecho, o pueden demorar 
indefinidamente el cumplimiento de sus obligaciones. Cuando se 
examina el disfrute efectivo de ese derecho en un Estado 
determinado siempre se tienen en cuenta la disponibilidad de 
recursos en ese momento y el contexto de desarrollo. Sin 
embargo, ningún Estado puede justificar el incumplimiento de sus 
obligaciones por falta de recursos. Los Estados deben garantizar 
el derecho a la salud en la mayor medida posible con arreglo a los 
recursos disponibles, incluso cuando éstos sean escasos. Es 
cierto que las medidas pueden depender del contexto específico, 
pero todos los Estados deben procurar cumplir sus obligaciones 
de respeto, protección y realización. 
 
En conclusión, existe la errada concepción de los DESC como 
derechos programáticos, de cumplimiento progresivo, lo que ha 
conllevado a que el Estado centre su atención en los derechos 
civiles y políticos, ya que implican menor costo y menor 
exigibilidad, mientras que los DESC requieren de medidas 
legislativas, inversión económica y de políticas nacionales 
destinadas a satisfacer los intereses colectivos latentes. Debe 
entenderse, que lo programático es la naturaleza del programa 
que habrá de implementarse para coadyuvar a la maximización 
del derecho, pues referirnos a “derechos programáticos” significa 
que estos derechos han de ser satisfechos paulatinamente en el 
tiempo, por lo tanto, se suprime parte de la esencia de los 
derechos fundamentales, entendidos como derechos que 
requieren urgente protección y actuación por parte del Estado. Y 
finalmente, la progresividad y maximización de los recursos, no se 
atribuye a una conducta arbitraria que sólo destine la mayor 
cantidad de dinero a ciertos programas sociales, evidentemente, 
lo ideal es que el destino de los recursos económicos sea 
resultado de un “orden de gastos públicos”, se debe atender a 
necesidades elementales, como el caso de la salud, a fin de lograr 
un mayor satisfacción de las necesidades públicas, y por ende, la 





1.2.1.1.4. EL CARÁCTER PRESTACIONAL DEL DERECHO A LA 
SALUD. 
 
Los derechos económicos, sociales y culturales han sido 
recogidos en Constituciones y declaraciones internacionales, 
pese a no tener la misma constitución o estructura de otros 
derechos fundamentales, civiles y políticos; pues, en principio, no 
se trata de derechos atribuibles al hombre con independencia de 
su posición social, y su contenido no consiste simplemente en un 
respeto por parte de los demás; por el contrario, estos derechos 
consideran la posición de la persona dentro de la sociedad y 
requieren de acciones positivas y concretas por parte del Estado. 
 
Por ello, el carácter prestacional es el rasgo más resaltante de los 
derechos sociales, y significa que estos derechos requieren una 
acción, un “hacer”, un “dar”, es de carácter positivo. 
Específicamente, el derecho a la salud como derecho 
prestacional, implica el deber del Estado de otorgar la prestación 
de  un servicio público que resulte efectivo para los usuarios de la 
salud pública. 
 
En ese sentido, debido al carácter prestacional del derecho a la 
salud, se exige la intervención del Estado, a través de una serie 
de prestaciones, bienes o servicios; es decir, el derecho a la salud 
como derecho social requiere de condiciones técnicas 
(legislativas o administrativas) o condiciones económico-sociales 
(habilitación presupuestal y creación de programas); el Estado 
debe adoptar políticas públicas y sociales encaminadas a tal fin. 
 
En este punto, vale citar a Castillo Córdova, quien señala que todo 
derecho fundamental significa y vale su contenido, por lo tanto, 
todo derecho cuenta con un contenido. Este contenido estará 
conformado por todas las facultades de acción que ese derecho 
depara a su titular (dimensión subjetiva de los derechos 
fundamentales); y por todas las obligaciones de acción a las que 
debe comprometerse el poder político con la finalidad de 
conseguir la vigencia plena y real del derecho mismo (dimensión 
objetiva de los derechos fundamentales)"33. Entonces, el 
contenido esencial del derecho a la salud está determinado por 
las facultades de las que todos somos titulares así como por las 
como por las obligaciones que el Estado tiene a fin de conseguir 
la vigencia plena del derecho a la salud. 
 
Por lo tanto, ambas dimensiones del contenido esencial de este 
derecho son expresadas a través de lo que se denomina "el 
derecho a prestaciones adecuadas de salud", es decir, 
prestaciones que consigan la finalidad perseguida por los 
programas estatales destinados a la protección de la salud.  
 
                                                          
33 CASTILLO Córdova, Luis.  Pautas para la determinación del contenido constitucional de los derechos 
fundamentales.  Actualidad Jurídica, (139): 145 p, Junio 2005. 
 
En conclusión, al referirnos a derechos fundamentales las 
prestaciones habrán de ser inmediatas y adecuadas, y tomando 
en cuenta nuestra realidad política y organizacional, se exige del 
Estado que invierta recursos en un proceso que irá 
perfeccionándose a través de la ejecución de las decisiones 
adoptadas. Ya que el derecho a la salud, implica y requiere de 
prestaciones inmediatas, también debe entenderse que el Estado 
deberá implementar programas a largo plazo, sin descuidar las 
prestaciones a las que se encuentra obligado, y sin descuidar el 
nivel de servicio a otorgar. 
 
 
1.2.1.1.5. EXIGIBILIDAD DEL DERECHO A LA SALUD. 
Corcuera, Hidalgo y Quintana34 señalan que en cuanto a la 
relación entre el ciudadano y el derecho a la salud, se debe 
considerar que este derecho no es sólo de interés público, sino 
que también constituye un derecho fundamental del ciudadano. 
La consecuencia jurídica de ello será que mientras el Estado 
asume la salud como un asunto de interés público, cuando se 
convierte en derecho fundamental, la salud se constituye en un 
derecho subjetivo y, como tal, otorga a las personas la facultad de 
exigir su cumplimiento en las instancias, tiempos, modos y 
cantidades necesarias, de acuerdo con la ley y la Constitución. 
Entonces, la salud para el Estado será una obligación jurídica de 
realización progresiva, mientras que para el ciudadano será un 
derecho subjetivo de aplicación inmediata. 
En el Perú, el ejercicio de la ciudadanía es bastante restringido y 
precario. Cuando se trata de la salud, se tiene la idea de que es 
un servicio que el Estado brinda y que por ello se requieren altos 
niveles de tolerancia frente a las necesidades existentes y 
                                                          
34 CORCUERA, Ricardo, HIDALGO, Catalina y QUINTANA, Alicia.  Derecho a la Salud: Ejercicio, exigencia y 
cumplimiento.  1a ed.  Lima: Nova Print SAC, 2006. 19-20 p. 
resignación frente a la baja calidad. Ello significa que aún está 
pendiente la tarea de convertir a los usuarios de salud en 
ciudadanos en salud, en personas que conociendo sus derechos, 
se ubiquen frente al Estado no como quien recurre a solicitar un 
favor o una deferencia sino como ciudadanos que le exigen el 
cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho a la 
salud.35 
 
En el párrafo anterior, se menciona un punto muy importante: “el 
conocimiento de nuestros derechos”; cabe preguntarnos ¿El 
Estado informa sobre sus obligaciones destinadas a garantizar la 
salud?, si bien es cierto de manera genérica se asumen 
compromisos y se habla de mejorar el tema de salud así como 
muchos otros temas, acaso se hace referencia a las normas y 
mecanismos específicos de protección; en este punto, es 
atribuible también la responsabilidad a los ciudadanos quienes al 
desconocer sus derechos no exigen al Estado el cumplimiento de 
sus obligaciones. 
Por ello, al hablar de exigibilidad del derecho a la salud, debemos 
referirnos a las vías a través de cuales se puede reclamar el 
ejercicio del tal derecho, es así, que existen diferentes vías como 
la administrativa, judicial e internacional. Sin embargo, este tema 
debe ir más allá del aspecto jurídico, pues se trata de un proceso 
social y político, que implica la participación directa de las 
personas; por lo tanto, el Estado debe generar los mecanismos y 
procedimientos para la promoción y protección del derecho a la 
salud. 
Los mecanismos de exigibilidad son los siguientes: 
                                                          
35 LOLI, Silvia en: CORCUERA, Ricardo, HIDALGO, Catalina y QUINTANA, Alicia.  Derecho a la Salud: Ejercicio, 
exigencia y cumplimiento.  1a ed.  Lima: Nova Print SAC, 2006.  27 p. 
a) Mecanismo Administrativo. 
Este mecanismo permite que las entidades de la administración 
pública (hospitales, establecimientos de salud y Ministerio de 
Salud) en las cuales se ha producido la vulneración del derecho a 
salud, tengan la posibilidad y la oportunidad de solucionar el 
problema.  
Dentro de este mecanismo existen dos procedimientos (quejas), 
el primer tipo se trata de un procedimiento administrativo, la queja 
se presenta ante el director del establecimiento donde se produjo 
la vulneración del derecho; y el segundo, ante la Oficina Ejecutiva 
de Transparencia y Defensoría de la Salud (OETDS) del 
Ministerio de Salud (MINSA), y no constituye un procedimiento 
administrativo, por lo que la decisión o respuesta no puede ser 
materia de revisión. 
El primer procedimiento, regulado por la Ley N° 27444 – Ley del 
Procedimiento Administrativo General, se desarrolla de la 
siguiente manera36: 
                                                          
36 Todos los gráficos sobre procedimientos de exigibilidad fueron tomados de: CORCUERA, Ricardo, HIDALGO, 
Catalina y QUINTANA, Alicia.  Derecho a la Salud: Ejercicio, exigencia y cumplimiento.  1a ed.  Lima: Nova Print 
SAC, 2006.   
 
 
El segundo procedimiento creado a través de la Directiva 027-
MINSA-V.01 – Normas que regulan el procedimiento de atención 
y trámite de quejas, sugerencia, consulta e interposiciones de 
buenos oficios en la Defensoría de la Salud, aprobado por 
Resolución Ministerial 1216-2003-SA-DM y publicada el 11 de 
diciembre del 2003, se desarrolla así: 
 
 
b) Mecanismo Judicial. 
Este mecanismo consiste en la interposición de una acción ante 
el Poder Judicial, y frente a la vulneración de derechos 
constitucionales, los procesos idóneos son: acción de amparo y 
acción de cumplimiento. 
Es de mencionar que estos procesos tienen por finalidad 
garantizar la primacía de la Constitución así como la vigencia 
efectiva de los derechos constitucionales, en este caso, el 
derecho a la salud. Lo que se busca mediante estos procesos es 
reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de 
violación del derecho constitucional o disponer el cumplimiento de 
un mandato legal o de un acto administrativo. 
Por ejemplo, la acción de amparo puede interponerse si se 
vulnera el derecho a la salud de una persona al no permitir que se 
atendiera en un centro de salud, lo que se buscará con el proceso 
de amparo será que esa persona pueda atenderse. En el caso del 
proceso de cumplimiento, por ejemplo, si como parte de las 
normas del sector Salud, los establecimientos de salud están en 
la obligación de proveer determinados insumos como parte de los 
métodos anticonceptivos que debe brindar el Estado y no lo hace 
porque el MINSA no los proporciona, una persona puede plantear 
dicha acción para obligarlo a que los provea.  







c)  Mecanismo ante la Defensoría del Pueblo.  
La Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo - Ley 26520, señala 
en su primer artículo: “A la Defensoría del Pueblo cuyo titular es 
en Defensor del Pueblo le corresponde defender los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y de la 
comunidad, y supervisar el cumplimiento de los deberes de la 
administración pública y la prestación de los servicios públicos.” 
 
Es así, que las personas que sienten que se ha vulnerado su 
derecho, pueden acudir a este órgano mediante una queja, de 
manera que intervenga a través del inicio de las investigaciones y 
el consecuente pronunciamiento dirigido a los funcionarios 
responsables a fin de que cese la afectación. 
 








d) Mecanismo Internacional. 
Este último mecanismo, se interpone ante organizaciones 
internacionales cuyo fin es proteger los derechos de las personas; 
pero, para que esto sea posible debe existir un compromiso 
asumido por el Estado con tal organización.  
 
En nuestro país, para que las organizaciones internacionales 
puedan intervenir entre los conflictos del Estado y los ciudadanos, 
debe existir un compromiso suscrito por el Presidente de la 
República y debe ser ratificado por el Congreso. Por ejemplo, el 
Perú ha asumido ese tipo de compromisos con la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU), incluso ha suscrito diversos 
tratados como: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, la Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes; la Convención Internacional 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial 
y la Convención sobre eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer. 
 
La demanda se interpondrá ante el Comité de Derechos Humanos 




1.2.1.2. PERSONAS CON VIH-SIDA. 
 
1.2.1.2.1. EL VIH-SIDA. 
El VIH es el virus de la inmunodeficiencia humana, este 
microorganismo ataca las células del sistema inmunitario; es decir 
ataca el sistema de defensas de las personas, alterando e incluso 
anulando su función, es por ello que se produce el deterioro de 
este sistema, y como consecuencia la llamada 
“inmunodeficiencia”, que significa que el organismo se vuelve 
vulnerable, ya no es capaz de combatir las infecciones y las 
enfermedades. 
El SIDA, es el síndrome de inmunodeficiencia adquirida y es el 
término que se utiliza cuando el VIH está en su etapa más 
avanzada, y se manifiesta con la presencia de alguna de las más 
de 20 infecciones oportunistas o de cánceres relacionados con el 
VIH, debido a que las células de defensa están en niveles muy 
bajos y la carga del virus en la sangre es muy alta. 
En cuanto la transmisión del virus,  esta puede producirse por tres 
vías: 
a)  Vía sexual: a través de relaciones sexuales sin protección, 
es decir, sin uso del condón. El sexo oral también se 
considera una forma de transmisión del VIH porque hay 
líquidos corporales que contienen el virus, como el semen y 
las secreciones vaginales, que entran en contacto con la 
mucosa oral. 
  
b) Vía sanguínea: Por compartir objetos punzocortantes 
contaminados con el VIH. Por ejemplo: compartir jeringas 
contaminadas para en el consumo de drogas intravenosas, o 
transfusiones de sangre no examinada previamente para la 
detección del virus. 
 
c) Vía perinatal: Cuando la madre está infectada con el VIH, el 
virus puede pasar al feto o recién nacido; durante el 
embarazo, a través de la placenta; durante el parto, porque al 
pasar por el canal de parto entra en contacto con la sangre 
materna; y durante la lactancia materna, ya que la leche de la 
madre contiene el VIH. 
 
 
Asimismo, se debe diferenciar el VIH del Sida; el VIH es el 
agente infeccioso que causa el sida, pero no todos los que viven 
con VIH tienen sida, porque el sida aparece únicamente cuando 
la destrucción de los glóbulos blancos (linfocitos) es lo 
suficientemente importante como para que el organismo no 
tenga como defenderse. En esta situación, microorganismos 
como los virus, las bacterias, los hongos y los parásitos 
aprovechan para entrar en el cuerpo, se multiplican y provocan 
la aparición de infecciones oportunistas tales como la 
tuberculosis y la toxoplasmosis, entre otras. No todos los que 
tienen VIH tienen sida; sin embargo, todos los que tienen sida se 
han infectado previamente con el VIH. 
 
La prueba para detectar el virus es la de Elisa, que es un examen 
de laboratorio que detecta los anticuerpos, es decir, las 
sustancias que produce el cuerpo para defenderse de los 
microorganismos. Sin embargo, el test puede resultar negativo, 
significa que los anticuerpos del VIH no han sido detectados en 
la sangre del consultante, bien sea porque la persona no está 
infectada con el VIH o porque se encuentra en el período de 
ventana inmunológica. Este periodo está comprendido  entre el 
momento en que la persona se infecta por VIH y la aparición de 
los anticuerpos, dura en promedio tres meses, si la prueba de 
Elisa se realiza en este tiempo va a dar negativa. Este resultado 
se llama falso negativo, por ello se recomienda, si se considera 





1.2.1.2.2. BASE LEGAL. 
Entre las principales normas legales nacionales referidas al VIH-
SIDA, encontramos las siguientes: 
Ley Nº 26626: 
Esta ley fue promulgada con fecha 19 junio del año1996, y  
publicada el 20 de junio del mismo año; se conoce como la Ley 
CONTRASIDA, ya que mediante esta ley se encarga al Ministerio 
de Salud la elaboración del Plan Nacional de Lucha contra el Virus 
de Inmunodeficiencia Humana (VIH), el Síndrome 
Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA) y las enfermedades de 
Transmisión Sexual (ETS). 
Los principales puntos establecidos mediante esta ley se refieren 
a que las pruebas para diagnosticar la enfermedad son 
voluntarias, a excepción de los donantes de sangre (artículo 4º) y 
si realizadas las pruebas existe causa probable de contagio, esta 
información será de carácter confidencial (artículo 5º). Asimismo, 
se precisa  que todo despido que tenga como móvil la 
discriminación por ser portador del VIH-Sida es nulo (artículo 6º).  
Es de resaltar, lo establecido en el artículo 7º de la ley, referente 
a que toda persona que sufra de esta enfermedad tiene derecho 
a una atención médica integral que el caso requiera. 
Rodríguez, Ascencio y Gamero, consideran que a pesar de que 
para el momento esta ley representó un avance en materia  del  
carácter  voluntario  de  las pruebas,  la  confidencialidad,  el 
control legal de la arbitrariedad frente al despido laboral y la 
prestación obligatoria de servicios de salud a las personas que 
tuvieran un diagnóstico positivo de VIH-sida, no enfatizaba 
aspectos preventivos, de capacitación, difusión, monitoreo y 
participación efectiva de  las personas que viven con VIH-sida en 
los programas y estrategias que debían articularse. Igualmente, 
no se consideraban compromisos efectivos en materia de control 
y  suministro gratuito de medicamentos para  las personas que 
viven con VIH-sida.37 
 
Decreto  Supremo N° 004-97-SA: 
Es el reglamento de la Ley Nº 26626, promulgado en 1997; y que 
contiene normas que permiten el logro de los objetivos del Plan 
Nacional de Lucha “CONTRASIDA”. 
En esta norma se precisa que la supervisión del cumplimiento de 
las normas establecidas por la Ley y el Reglamento y otras 
disposiciones conexas, corresponde al Ministerio de Salud 
(MINSA), a través de la Dirección General de Salud de las 
Personas (artículo 4º); y, en el artículo 5º se señalan las líneas 
específicas de trabajo, tales como diagnóstico y tratamiento 
precoz de ETS, la provisión de sangre libre de infección por VIH, 
la reducción del impacto individual, social y económico de las 
ETS, con especial énfasis en la infección por VIH y el Sida, líneas 
que contribuirán a combatir las ETS y el Sida. 
El artículo 10º, contiene una disposición resaltante, que determina 
el tratamiento antiviral gratuito para madres gestantes y para todo 
niño nacido de madre infectada por el VIH. 
                                                          
37 RODRÍGUEZ, Enrique, ASCENCIO, Zoila y GAMERO María.  VIH-SIDA y discriminación en Ica.  1a ed.  Lima: 
Ediciones Nova Print, 2007.  53 p.  
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Por otro lado, se determina que en  los establecimientos donde de 
conformidad a las disposiciones legales vigentes, se realice 
actividad sexual, así como los establecimientos de hospedaje 
tales como Hoteles, Hostales, Albergues y similares, tienen la 
obligación de establecer puntos de venta de condones (artículo 
25º), ello se complementa con las sanciones establecidas en el 
artículo 28º para aquellos establecimientos que no cumplan con 
tal disposición, sanciones que van desde multas hasta el cierre 
definitivo del local; asimismo, el producto de las multas será 
destinado exclusivamente para actividades de prevención de 
ETS, VIH y Sida. 
 
Ley N° 28243: 
Esta ley amplía y modifica la Ley Nº 26626; declarando de 
necesidad nacional e interés público la lucha contra la infección 
por el VIH, el sida y las ETS. Mediante en artículo 2º, se modifica 
el artículo 4º de la Ley Nº 26626, referente a la excepción de 
voluntariedad para la realización de la prueba de VIH-SIDA, 
agregando que también constituye excepción el caso de la madre 
gestante, a fin de proteger la vida y la salud del niño por nacer, 
cuando exista riesgo previsible de contagio o infección. 
También se amplía el artículo 7º de la ley 26626, referente a la 
atención integral gratuita, precisando que toda persona que se 
encuentra viviendo con VIH y sida, tiene derecho a recibir 
atención integral de salud continua y permanente por parte del 
Estado, precisando las intervenciones que comprende, entre las 
que resalta el suministro de medicamentos requeridos para el 
tratamiento adecuado e integral de la infección por el VIH y sida, 
que en el momento se consideren eficaces para prolongar y 
mejorar su calidad de vida, estableciendo la gratuidad progresiva 
en el tratamiento antirretroviral, con prioridad en las personas en 
situaciones de vulnerabilidad y pobreza extrema. 
 
 
1.2.1.2.3. VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS PORTADORAS DE VIH-SIDA. 
 
Como ya se ha mencionado, la efectividad del derecho a la salud 
implica la intervención del Estado, a través de la adopción de las 
medidas necesarias y el otorgamiento de los bienes y servicios 
necesarios 
En el tema específico, vulneración del derecho a la salud de las 
personas con VIH-sida, y como se comprueba en esta 
investigación, el Estado omite otorgar la atención médica integral 
que merecen estas personas en especial situación de 
vulnerabilidad; asimismo se ampara en una concepción 
programática del derecho a la salud; es decir, no lo reconoce 
como un derecho concreto sino como una mera norma 
programática, y finalmente, invoca el Decreto Supremo N° 004-
97-SA para restringir la prestación requerida sólo a madres 
gestantes infectadas y niños nacidos de madre infectada, pese a 
que la misma ley (Ley N° 26626 – Ley CONTRASIDA) dispone la 
atención médica integral para toda persona que sufriera tal 
enfermedad.  
 
El Abog. Jhon Gutierrez Guerrero38, al señalar los derechos 
humanos más vulnerados con relación a las PVVIH, considera 
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entre ellos al derecho a la Salud, el mismo que se ve vulnerado 
cuando se niega la atención médica a los pacientes seropositivos. 
Efectivamente, como se ha señalado en el párrafo anterior, y 
como se corrobora en esta investigación, las PVVIH no reciben 
las prestaciones de salud que requieren con urgente necesidad, 
tales como medicamentos antirretrovirales y exámenes 
periódicos. 
Por su parte, Corcuera, Hidalgo y Quintana consideran como 
componentes del derecho a la salud, vulnerados en los casos 
analizados, los siguientes:  
a) Acceso a consulta inicial adecuada en el momento 
oportuno.-  Este componente, que implica el primer paso para 
que una persona acceda al servicio y logre respuesta a la 
necesidad que experimenta, se vió claramente afectado en los 
casos analizados en su investigación.  
b) Acceso a tratamiento, medicamentos e insumos 
requeridos en el momento oportuno.- Este componente es 
afectado en todos los casos estudiados. La afectación de este 
derecho está relacionada con las tres áreas que corresponden 
a las planteadas desde el diseño del estudio; es decir, acceso 
a tratamiento antirretroviral, servicio de atención en servicios 
de salud reproductiva o VIH-sida negado por discriminación y 
no acceso a métodos anticonceptivos.  
c) Trato adecuado y sin juicio moral.- La afectación de este 
derecho se presentó en la mayoría de casos analizados, ya 
que, por lo general, a las personas no se les brinda un trato 
horizontal de respeto a su dignidad ni de búsqueda de solución 
a su situación de salud. 
El trato inadecuado e incluso maltrato de las personas se vincula 
muchas veces a la expresión de juicios de valor, basados en 
las propias representaciones sociales de los prestadores de 
salud.  
d) No discriminación.- La discriminación en el caso de las 
personas que viven con VIH constituye una grave afectación 
del derecho a la salud, se llega incluso a que una persona fuera 
abandonada sin tratamiento. La discriminación lleva a un 
maltrato constante, y lo que cobra visibilidad es el estigma 
frente a la enfermedad, En el caso del acceso a los insumos 
para anticoncepción también existe discriminación por 
cuestiones relativas a la edad.  
e) Información completa brindada al usuario o usuaria sobre 
la norma que rige la atención.-  En general, a los usuarios a 
los que se negó la atención o el acceso aludiendo a normas 
establecidas, sin otorgar información clara y satisfactoria al 
respecto.  
f) Respeto a la norma en la implementación del servicio.-  En 
el caso de las personas que viven con VIH y que presentan 
mecanismos para exigir el tratamiento, se ha podido observar 
que en el momento en que ellas conocieron su diagnóstico, no 
contaron con la consejería obligatoria previa a la prueba, lo que 
configura un claro incumplimiento de las normas. Como se 
sabe, la Ley N° 26626, establece en su artículo cuarto que las 
pruebas para diagnosticar el VIH-sida son voluntarias y se 
realizan previa consejería. En mayo del año 2004 se promulga 
la Ley N° 28243, que modifica este artículo señalando que la 
consejería es obligatoria.  
g) Información disponible vinculada a la exigencia del 
derecho.- En ninguno de los casos recreados, los 
establecimientos de salud disponían de información visible con 
relación a los canales o mecanismos para quejarse por una 
atención inadecuada.  
h) Participación activa en la exigencia del derecho a la salud.- 
Del análisis de las entrevistas se pone en  evidencia que las 
personas no tuvieron una participación activa durante todo el 
procedimiento de implementación de los mecanismos de queja. 
Y, en cuanto a la concepción programática del derecho a la salud, 
señalan  que la situación de vulnerabilidad de las personas con 
VIH-sida se agrava debido a nuestra cultura de no reconocimiento 
de la salud como un derecho concreto, y también por el limitado 
reconocimiento de los usuarios como sujetos de derechos. 
Definitivamente, mal hace el Estado al no concebir el derecho a la 
salud como un derecho concreto y mantener una concepción 
programática del derecho a la salud, así omite su obligación de 
“realizar este derecho”; es decir, bajo el supuesto de que el 
derecho a la salud es una norma programática de realización 
progresiva, el Estado justifica su inacción prolongada, pese a que 
este virus avanza de gran manera entre la población peruana. 
Esta obligación de realización, consiste en adoptar medidas 
apropiadas con miras a lograr la plena efectividad del derecho a 
la salud de las PVVIH; sin embargo, no se hace mucho por 
contrarrestar esta situación y otorgarles calidad de vida que en 
atención a la dignidad de la persona, merecen las PVVIH. 
El artículo 2.1 del PIDESC, hace mención a la progresividad en la 
realización de los derechos socioeconómicos, tema que ha sido 
muy debatido, ya que si bien es cierto el derecho a la salud implica 
un presupuesto y asignación de recursos por parte del Estado, 
tampoco debe resultar como excusa para que este desatienda  
sus obligaciones, evidentemente si se tiene un derecho deben 
existir también las posibilidades de ejercerlo para que no quede 
en una mera declaración o no se convierta en una utopía.  
Además,  todos los derechos humanos forman un conjunto 
integral, del que es parte el derecho a la salud; que como derecho 
social, requiere de la actuación del Estado, que tiene como 
obligación adoptar las medidas y políticas necesarias para lograr 
la plena efectividad de tal derecho; por tanto, el Estado no puede 
sustraerse de sus obligaciones, vulnerando tal derecho. 
Así también, el Abogado Heber Joel Campos Bernal39 señala que 
no es atendible el argumento que refiere que los derechos 
económicos, sociales y culturales, entre ellos el derecho a la 
salud, son derechos programáticos mientras que los derechos 
civiles y políticos, no lo son. Debemos entender, que el derecho a 
la salud es un derecho fundamental al igual que los denominados 
derechos civiles y políticos, y por ello, merecen protección y 
sobretodo, acciones por parte del Estado. 
En cuanto, a la inaplicación de la Ley N° 26626, el Abogado Jhon 
Gutierrez Guerrero hace referencia a la negativa al acceso a 
tratamiento, pese a preceptuarse en la norma la atención médica 
integral que incluye la provisión gratuita de medicamentos. Es 
que, el Estado omite prestar la atención médica integral a los 
PVVIH, pese a estar establecido en la Ley; además el propio 
reglamento desnaturaliza la ley, debido a que restringe el acceso 
al tratamiento sólo para madres gestantes infectadas por el VIH y 
para todo niño nacido de madre infectada por el VIH. 
 
1.2.1.2.4. POLÍTICAS PÚBLICAS EN MATERIA DE VIH-SIDA. 
Se puede entender por políticas públicas las respuestas que el 
Estado otorga ante las necesidades de la población, estas 
respuestas puede concretarse en normas, instituciones, servicios 
públicos, otros. 
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El sida es un problema de salud pública a nivel mundial, problema 
al que nuestro país no es ajeno; es así que en el año 2000, se 
llevó a cabo la Cumbre del Milenio, realizada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, en la que participaron 189 
representantes de Estado (entre ellos Perú) y que finalizó con la 
firma del compromiso denominado “Declaración del Milenio”, que 
contiene una serie de objetivos hacia el año 2015, sobre 
diferentes problemas que aquejan a los países; el tema del VIH-
sida fue considerado también,  expresando como el Objetivo 6: 
“Combatir el VIH-sida, el paludismo y otras enfermedades”; 
asimismo, con la meta 7: “Haber detenido y comenzado a reducir, 
para el año 2015, la propagación del VIH-sida”. 
En nuestro país, corresponde al Ministerio de Salud (MINSA), el 
ejercicio de la rectoría en salud, es el organismo encargado de 
estructurar las normas de acción contra el VIH-sida. Es por ello, y 
en cumplimiento del compromiso adoptado con la Declaración del 
Milenio, que en julio del 2006 se realizó en el “Plan Estratégico 
Multisectorial 2007-2011 para la Prevención y Control de las ITS 
y VIH/SIDA en el Perú”; dicha planificación servía para guiar las 
acciones contra el VIH-sida en el Perú. 
Entre los diversos objetivos que se plantean, se puede resaltar el 
de promover la prevención de ITS/VIH, la educación sexual y 
estilos de vida y conductas sexuales saludables en adolescentes 
y jóvenes, alcanzar un 90% de acceso de las  personas 
portadoras de VIH-sida  a una atención integral y de calidad; y 
promover un entorno político, social y legal favorable para el 
abordaje integral del VIH-sida y la diversidad sexual desde una 
perspectiva de derechos humanos. 
En el tema de VIH, el Estado debe adoptar políticas públicas que 
permitan la protección de estas personas, otorgándoles atención 
médica de manera que puedan preservar su salud y llevar una 
vida digna. Así, Gómez Sánchez Torrealva señala en cuanto a la 
disponibilidad presupuestaria, que resulta importante que la 
atención de los programas sociales prioritarios merezca un 
adecuado trato a partir del Presupuesto General de la República.  
No podemos negar la realidad que atraviesan los países en vías 
de desarrollo, pero ampararse en el reducido presupuesto no es 
suficiente, pues parte de la solución del problema es la correcta 
distribución de los fondos, como también la implementación de 
políticas que tiendan a maximizar todo tipo de recursos con los 
que las dependencias públicas de salud cuentan. 
Efectivamente, no se trata de “compadecerse” del Estado, sino de 
buscar soluciones incluso con las limitaciones que se presentan; 
por lo tanto, no puede tomarse como excusa que no existen 
recursos suficientes para afrontar la problemática del VIH-sida, ya 
que en todo caso, el Estado está en capacidad de celebrar 
convenios con instituciones privadas o extranjeras para lograr 
maximizar el nivel de atención en general. 
En este punto, resulta importante precisar que nuestro país es 
miembro de la OMC - Organización Mundial de Comercio; y es a 
través de esta organización que se ha realizado la Declaración 
Ministerial de DOHA, el 14 de noviembre de 2001, referente al 
acuerdo sobre propiedad intelectual y la salud pública (DOHA 
Declaration on the TRIPS Agreement and Public Health). Esta 
declaración, establece básicamente que pese a que la protección 
de la propiedad intelectual es importante para el desarrollo de 
nuevas medicinas, ello no significa que no se tome en cuenta el 
tema de los precios, por ello los países miembros pueden adoptar 
las medidas pertinentes para proteger la salud pública y, 
particularmente, la promoción de medicinas para todos. 
De manera especial, los países menos adelantados, como es el 
caso peruano, no están obligados, con respecto a los productos 
farmacéuticos, a implementar o aplicar las secciones 5 y 7 
(referidas al tema de las patentes) de la Parte II del Acuerdo sobre 
Propiedad Intelectual (Agreement on Trade-related aspects of 
Intellectual Property Rights), ni a hacer respetar los derechos 
previstos en estas secciones hasta el 1 de enero de 2016, sin 
perjuicio de nuevas prórrogas. 
Entonces, nuestro país puede interpretar dichos acuerdos de 
manera flexible, adoptando las medidas pertinentes para lograr el 
cumplimiento de los objetivos referidos a la salud pública, ya que 
no se debe permitir que la protección del derecho a la propiedad 
intelectual genere como consecuencia la afectación del derecho 
a la salud y a la vida; específicamente en los casos relacionados 




1.2.2. MARCO CONCEPTUAL. 
 
 Acción de Amparo: 
Proceso judicial, denominado Garantía constitucional, que tiene 
como finalidad proteger derechos constitucionales, con excepción de 
los protegidos mediante el Hábeas Corpus, Data y Acción de 
cumplimiento. En este tipo de proceso, de constatarse la vulneración 
o amenaza de vulneración de un derecho, el juez ordenará el cese 
de los actos violatorios. 
 Constitucionalismo Liberal: 
Ordenamiento jurídico de una sociedad política en la cual prima la 
Constitución escrita, de manera que los actos realizados por los 
poderes que forman el gobierno, se encuentran supeditados al 
contenido de ésta. Asimismo se trata de asegurar la vida, la libertad 
y la propiedad de la persona. 
 Constitucionalismo Social: 
Este movimiento, consiste en la incorporación de los llamados 
“derechos sociales” en las Constituciones, considerando la posición 
del ser humano en la sociedad. La primera Constitución, que 
siguiendo este movimiento, acogió a tales derechos en sus 
disposiciones, fue la de México en 1917. 
 Derechos Sociales: 
Llamados también derechos prestacionales, tales como seguridad 
social, salud pública, vivienda, educación y demás servicios 
públicos, representan los fines sociales del Estado. 
 Descolonización: 
Es el proceso mediante el cual una colonia adquiere independencia 
de un poder colonial, siendo posible su realización de manera 
pacífica o violenta. 
 ETS: 
Enfermedades de Transmisión Sexual. 
 Omisión constitucional: 
Implica la inobservancia (total o parcial) de los mandatos contenidos 
en las normas constitucionales de cumplimiento obligatorio, 
originada por la inacción de los poderes del Estado o funcionarios 
dentro del plazo establecido o considerado razonable, ocasionando 
finalmente la pérdida de la eficacia normativa de la Constitución. 
 Procuraduría Pública: 
Entidad que tiene a cargo la defensa de los asuntos del Estado ante 
cualquier órgano jurisdiccional. 
 PVVS 
Personas viviendo con VIH-sida. 
 Sida: 
Enfermedad viral consistente en la ausencia de respuesta 
inmunitaria, cuyas siglas significan Síndrome de Inmunodeficiencia 
Adquirida, es causada por un virus de la familia de retrovirus llamado 
VIH; se utiliza el término sida cuando estamos frente a un estado 
grave de la enfermedad. 
 Solidarismo jurídico: 
Etapa en la que surgieron los derechos de tercera generación, que 
son los derechos de solidaridad, pues implican la cooperación entre 
las naciones. 
 Tribunal Constitucional: 
Organismo constitucional e independiente, al cual se le ha conferido 
el resguardo del principio de supremacía constitucional contra leyes 
o actos de los órganos del Estado o funcionarios públicos. El Tribunal 
actúa para restablecer tanto el respeto a la Constitución como a los 
derechos constitucionales. 
 VIH: 
Virus de la inmunodeficiencia humana, es el causante del sida; y 
ataca el sistema inmunitario. 
 OMC: 























Hi: Sí se ha vulnerado el Derecho a la Salud de las personas portadoras 
de VIH-sida en la ciudad de Lima en el periodo 2002-2012. 
 
 
Ho: No se ha vulnerado el Derecho a la Salud de las personas portadoras 
de VIH-sida en la ciudad de Lima en el periodo 2002-2012. 
 
2.2. VARIABLES DE INVESTIGACIÓN. 
 
Variable1: Vulneración del Derecho a la Salud. 
Variable2: Personas portadoras de VIH-Sida. 
 
2.2.1. DEFINICIÓN CONCEPTUAL. 
 
 
Vulneración del Derecho a la Salud: 
 
Al encontrarse imposibilitado de satisfacer demandas inmediatas, el 
Estado generalmente opta por desamparar de atención a quienes 
claman por la urgente respuesta de sus órganos, argumentando que la 




Personas portadoras de VIH-Sida: 
 
Población vulnerable cuya vida, tanto en su aspecto material como en 
el que corresponde al desarrollo de su personalidad, depende de las 
acciones concretas que emprenda el Estado (…), tanto en materia de 
salud como en lo que concierne al acceso al tratamiento antirretroviral, 
como en otros aspectos (prevención, atención integral, seguridad social 
y pensión).41 
                                                          
40 La salud como atributo no programático.  [en línea].  Lima: Universidad San Juan Bautista.   [Fecha de 
consulta: 12 de noviembre 2012]. 
Disponible desde Internet: 
boletinderecho.upsjb.edu.pe/articulos/salud_programatico.doc  
41 Tribunal Constitucional del Perú. 2013 <www.tc.gob.pe> 
 
 
2.2.2. DEFINICIÓN OPERACIONAL. 
 
 
Vulneración del Derecho a la Salud: 
 
Se produce cuando el Estado no implementa las medidas adecuadas 
para tutelar este derecho, lo que deviene en una falta de bienes y 
servicios adecuados de salud. 
 
Personas portadoras de VIH-Sida: 
 
Grupo de personas en situación de vulnerabilidad por su condición, que 
requieren que el Estado adopte las medidas concretas para hacer 






2.3.1. TIPO DE ESTUDIO. 
 
 Jurídico-Descriptivo:  
Para Aranzamendi, este tipo de investigación consiste en describir 
las partes o los rasgos de fenómenos fácticos o formales del 
Derecho. Asimismo, la información obtenida en un estudio 
descriptivo explica el problema y supone mucho conocimiento a 
priori sobre acerca del caso tratado42.  
En el presente trabajo de investigación, se analizó un tema o 
fenómeno jurídico, como es la vulneración del derecho a la salud de 
                                                          
 
42 ARANZAMENDI, Lino.  La investigación jurídica.  1a ed.  Lima: Editora Grijley, 2010. 161 p. 
ISBN: 978-9972-04-333-8 
las personas con VIH-sida, desarrollando previamente todo lo 
referente al tema del derecho a la salud y la enfermedad del VIH-
sida, y posteriormente, habiendo analizado los expedientes 
judiciales de la materia (acciones de amparo interpuestos por PVVS 
contra el Estado – Ministerio de Salud) y las respuestas otorgadas 
por los magistrados entrevistados (especialistas en la materia), 




 No experimental – Transversal: 
Para Hernández Sampieri, la investigación no experimental podría 
definirse como la investigación que se realiza sin manipular 
deliberadamente las variables; consiste en observar fenómenos tal 
y como se dan en su contexto natural.43 La presente investigación 
es de diseño no experimental, debido a que se analizaron los 
expedientes judiciales sin poder manipular los hechos; y las 
respuestas de los magistrados entrevistados, dependieron de su 
discrecionalidad; es decir, tampoco fueron manipuladas. 
Asimismo, es una investigación transversal o transeccional, ya que 
es el diseño apropiado para evaluar una situación o fenómeno en un 
punto de tiempo; tal como en esta investigación, se analizó un 
fenómeno, como es la vulneración del derecho a la salud de las 
PVVIH, en un periodo definido: 2002-2012. 
  
2.4. POBLACIÓN Y MUESTRA. 
 
                                                          
43 HERNANDEZ, Roberto, FERNANDEZ, Carlos y BAPTISTA, Pilar.  Metodología de la Investigación.  3a ed.  
México: McGraw Hill Interamericana, 2003. 267 p.  
ISBN: 970-10-3632-8  
 Población:  
La población del presente trabajo de investigación lo constituyen los 
expedientes judiciales de la materia; es decir, acciones de amparo 
interpuestas por personas portadoras de VIH-Sida en la ciudad de 
Lima en el periodo 2002-2012. Asimismo, los magistrados 
entrevistados, que son especialistas en materia constitucional o civil. 
 Muestra: 
Se trabajó con 04 expedientes judiciales que corresponden al tema 




No probabilístico, ya que la elección de la muestra dependió de la 
decisión de la investigadora; es decir, se trata de una muestra 
dirigida. 
2.5. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN. 
 
 Teórico Jurídico:  
Para Pérez, éste es el gran método de investigación que 
inevitablemente se utiliza durante toda la investigación; por esta 
razón es casi imposible negar su uso o utilidad, pues está presente 
en la observación, en el diseño, en el desarrollo y en las propias 
conclusiones de las investigaciones jurídicas. Este método jurídico 
permite definir adecuadamente las variables y categorías que 
posibilitan la materialización del diseño y permiten medir los 
resultados obtenidos con la aplicación de otros métodos.44 
                                                          
44 PEREZ, Pedro.  Una aproximación a las investigaciones en el sector jurídico.  Contribuciones a las Ciencias 
Sociales [en línea].  Mayo 2011 [Fecha de consulta: 12 de noviembre 2012].   Disponible en: 
En este trabajo se ha desarrollado el marco teórico (doctrina) 
definiendo cada variable como corresponde; además, se realizó el 
análisis de expedientes judiciales; y entrevistas a especialistas, 
utilizando también el método sociológico. 
 
 Sociológico:  
Como refiere Pérez, este método se refiere a la sociología, que como 
ciencia se encarga del estudio de los diferentes fenómenos sociales; 
este método aporta un conjunto de técnicas propias de la sociología 
pero perfectamente utilizables en las investigaciones jurídicas, tales 
como: la observación, la revisión de documentos, el experimento 
social, el cuestionario y la entrevista. 
En esta investigación, se estudió un fenómeno o realidad social, que 
es la vulneración del derecho a la salud de las personas portadoras 
de VIH-sida, realizando para ello la revisión y análisis de documentos 





2.6. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS. 
 
 Análisis Documental, ya que se analizaron expedientes judiciales 
relacionados al tema (acciones de amparo interpuestas por personas 
portadoras de VIH-sida, por la vulneración de su derecho a la salud). 
                                                          
www.eumed.net/rev/cccss/12/ 
 Instrumento de Recolección de Datos: Guía de análisis 
documental. 
 
 Entrevistas, que se realizaron a especialistas de la materia, como 
magistrados especializados en Derecho Constitucional y Derechos 
Humanos o Derecho Civil. 
 Instrumento de Instrumento de Recolección de Datos: Guía  de 
entrevista. 
 
2.7. MÉTODO DE ANÁLISIS DE DATOS. 
Se realizó el método de análisis descriptivo, utilizando gráficos de barras 
para una mejor presentación de la información obtenida, tanto de los 




























DEL ANÁLISIS DOCUMENTAL DE LOS EXPEDIENTES JUDICIALES: 
 
CUADRO Nº 01 
Se ha omitido prestar la atención médica integral que les correspondía a los 
accionantes en su condición de pacientes con VIH-Sida, según la Ley N° 
26626, otorgándoles sólo tratamiento para infecciones menores y/o 
oportunistas. 
fi FI hi HI hi% HI%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
0 4 0.00 1.00 0% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 01
FUENTE : Acciones de Amparo interpuestas por personas con VIH-Sida ( Exp. N° 2002-35626-J-CI-














En el gráfico Nº 01, se aprecia que en los 4 casos, que representan el 100%  
de los expedientes analizados, la vulneración del derecho a la salud de los 
demandantes se generó como consecuencia de la omisión de prestación de 
atención médica integral por parte del Ministerio de Salud, atención que les 
correspondía en su condición de pacientes con VIH-sida, según lo 
establecido en la Ley N° 26626 – Ley CONTRASIDA; por el contrario, sólo 
se les otorgó tratamiento para infecciones menores y/o oportunistas, 
mientras que lo más importante, que son los medicamentos antirretrovirales 
y exámenes periódicos de carga viral, no se les facilitó, y debido a sus bajos 















CUADRO Nº 02 
 
El Ministerio de Salud, al argumentar su defensa, esboza una concepción 
programática del Derecho a la Salud. 
 
fi FI hi HI hi% HI%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
0 4 0.00 1.00 0% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 02
FUENTE : Acciones de Amparo interpuestas por personas con VIH-Sida ( Exp. N°  2002-35626-J-CI-















En el gráfico Nº 02, referente a la concepción programática del derecho a la 
salud, se aprecia que se aprecia que en los 4 casos, que representan el 
100%  de los expedientes analizados, específicamente en la contestación de 
demanda, la Procuraduría encargada de los asuntos judiciales del Ministerio 
de Salud esgrime la misma defensa, señalando que de lo establecido en el 
artículo 7° y 9° de la Constitución no emana obligación alguna para el Estado 
de prestar atención sanitaria ni facilitar medicamentos en forma gratuita, 
tratándose sólo de normas o cláusulas programáticas, que requieren de 
reglamentación; es decir, no constituyen cláusulas operativas o normas 
autoaplicativas, sino enunciados cuya regulación específica se deja a la ley. 
Se advierte entonces que el derecho a la protección de la salud y el 
facilitamiento a todos al acceso equitativo a los servicios de salud, requieren 
de normas reglamentarias de inferior jerarquía y son, en consecuencia, más 
un programa de acción para el Estado exigible políticamente, que un derecho 











CUADRO Nº 03 
 
El Ministerio de Salud, no aplica la Ley N° 26626 – Ley CONTRASIDA, por 
el contrario se ampara en el Decreto Supremo N° 004-97-SA – Reglamento 
de la Ley CONTRASIDA. 
 
fi FI hi HI hi% HI%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
0 4 0.00 1.00 0% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 03
FUENTE : Acciones de Amparo interpuestas por personas con VIH-Sida ( Exp. N° 2002-35626-J-CI-















En el gráfico Nº 03, referente a la inaplicación de la Ley N° 26626, se advierte 
que en los 4 casos, que representan el 100%  de los expedientes analizados, 
la defensa del Ministerio de Salud, señala la política del Estado con relación 
al sida, se encuentra normada en la Ley N° 26626 y su Reglamento, el 
Decreto Supremo N° 004-97-SA, el mismo que establece en su artículo 10° 
el acceso al tratamiento sólo para madres gestantes infectadas por el VIH y 
para todo niño nacido de madre infectada por el VIH, por lo que no resultan 
amparables las pretensiones de los demandantes, consistentes en atención 
médica, provisión de medicamentos y exámenes periódicos necesarios, ya 
que no encajan en la condición prescrita por el reglamento antes indicado; 
por lo tanto, no se respeta la jerarquía normativa, pues el Estado invoca una 
disposición reglamentaria y no aplica lo establecido en la propia Ley de la 
materia, la Ley N° 26626 que establece en su artículo 7° el derecho de toda 












CUADRO Nº 04 
 
El Órgano Jurisdiccional (Juzgado, Sala, Tribunal), otorgó protección a los 
demandantes ordenando se les otorgue la atención médica integral que 
como pacientes de VIH-Sida, y en atención a la Ley N° 26626, les 
corresponde. 
 
fi FI hi HI hi% HI%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
0 4 0.00 1.00 0% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 04
FUENTE : Acciones de Amparo interpuestas por personas con VIH-Sida ( Exp. N° ° 2002-35626-J-CI-














En el gráfico Nº 04, referente a la protección otorgada por el Organo 
Jurisdiccional, se aprecia que en los 4 casos, que representan el 100%  de 
los expedientes analizados, finalmente, se ordena al Ministerio de Salud que 
otorgue a los accionantes, la atención médica, los medicamentos requeridos 
por los médicos tratantes, así como la realización de los exámenes de carga 
viral, que en su condición de pacientes con VIH-sida, y en atención a la Ley 

















DEL ANÁLISIS DE LAS ENTREVISTAS REALIZADAS A 
ESPECIALISTAS: 
 
CUADRO Nº 05 
 
¿Considera Ud. que al negársele a estas personas acceso a tratamiento 
médico integral se ha vulnerado su derecho a la salud? 
fi FI hi HI hi% HI%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
0 4 0.00 1.00 0% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 05
FUENTE : Entrevistas realizadas a especialistas en la materia (Dr. Gerardo Eto Cruz, Dr. Niczon 














En el gráfico Nº 05, referente a la vulneración del derecho a la salud de las 
personas portadoras de VIH-Sida generada por la omisión de prestación 
médica integral, los 3 magistrados que representan el 100% de 
entrevistados, manifiestan que sí consideran que al negársele a las PVVS el 
acceso a tratamiento médico integral se ha vulnerado su derecho a la salud, 
más aún si el Estado es el primer llamado a adoptar todas las medidas 
necesarias para satisfacer las necesidades de estas personas en 
indefensión, por lo que no debe existir un trato discriminatorio, sino que se 


















CUADRO Nº 06 
 
¿Considera válido el argumento del Estado, de señalar que el derecho a la 
salud es una norma programática más que un derecho concreto y que por 
ello no es obligatorio atender a estas personas? 
 
fi FI hi HI hi% HI%
0 0 0.00 0.00 0% 0%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 06
FUENTE : Entrevistas realizadas a especialistas en la materia (Dr. Gerardo Eto Cruz, Dr. Niczon 















En el gráfico Nº 06, referente a la concepción programática del derecho a la 
salud, los 3 magistrados que representan el 100% de entrevistados, 
consideran que la posición asumida por el Estado (Ministerio de Salud) de 
considerar el derecho a la salud como una mera norma programática no es 
válida, ya que los derechos sociales en general y el derecho a la salud en 
particular son derechos de naturaleza prestacional, y el margen de 
discrecionalidad del Estado por temas de disponibilidad de recursos no es 
ilimitada al punto de constituir los derechos en meras normas programáticas; 
además, al hablar de PVVIH, nos encontramos frente a personas 
vulnerables, que no solo padecen de una enfermedad, sino que dicha 
enfermedad compromete incluso su propia vida; por lo tanto, dicha 






















CUADRO Nº 07 
 
¿Considera válido que el Estado se ampare en el Decreto Supremo N° 004-
97-SA, que establece en su artículo décimo el tratamiento gratuito para 
madres gestantes y niños nacidos de madre infectada por el VIH, 
desconociendo la Ley N° 26626 que establece en su artículo séptimo el 
derecho de toda persona con VIH-sida a una atención médica integral? 
 
fi FI hi HI hi% HI%
0 0 0.00 0.00 0% 0%
4 4 1.00 1.00 100% 100%
4 1.00 100%
FUENTE : Cuadro Nº 07
FUENTE : Entrevistas realizadas a especialistas en la materia (Dr. Gerardo Eto Cruz, Dr. Niczon 













En el gráfico Nº 07, referente a la inaplicación de la Ley N° 26626, todos los 
magistrados; es decir, el 100% de  los entrevistados,  coinciden en señalar 
que un reglamento o decreto supremo no puede desnaturalizar aquello que 
se encuentra ordenado en una norma de rango legal; por lo tanto, el 
Ministerio de Salud al invocar el Decreto Supremo N° 004-97-SA, que 
restringe el derecho a la atención médica integral sólo para madres 
gestantes infectadas con el VIH y niños nacidos de madre infectada, está 
transgrediendo el espíritu mismo de la Ley N° 26626, que establece la 





























“Sí se ha vulnerado el derecho 
a la salud de las personas 
portadoras de VIH-Sida en la 
ciudad de Lima en el periodo 
2002-2012” 
 
Se niega el tratamiento médico integral 
(atención, provisión de medicamentos 
antirretrovirales y exámenes periódicos 
como pruebas CD4 y Carga Viral) a los 
accionantes, pese a que les 
correspondía dicho tratamiento por su 
condición de pacientes con VIH-sida. 
 
El Estado mantiene una concepción 
programática del derecho a la salud, 
considerándolo como programa de 
acción para el Estado exigible 
políticamente, y no como un derecho 




El Estado no aplica la Ley N° 26626 que 
establece en su artículo 7° el derecho al 
tratamiento médico integral de estas 
personas, por el contrario, se ampara en 
el Decreto Supremo N° 004-97-SA, para 
restringir el tratamiento sólo madres 
gestantes infectadas por el VIH y todo 


































La Hipótesis Nula  “No se ha vulnerado el derecho a la salud de las personas 
portadoras de VIH-Sida en la ciudad de Lima en el periodo 2002-2012” NO SE 
ACEPTA, mientras que la Hipótesis de Investigación: “Sí se ha vulnerado el 
derecho a la salud de las personas portadoras de VIH-Sida en la ciudad de 
Lima en el periodo 2002-2012” SE ACEPTA, porque se comprobó que el 
Estado omite prestar la atención médica integral que les corresponde a las 
personas con VIH-sida, bajo una concepción programática del derecho a la 
salud como excusa de su inacción prolongada; asimismo, no aplica lo 
establecido en la Ley N° 26626 – Ley CONTRASIDA,  sino por el contrario, 
invoca una norma reglamentaria como es el Decreto Supremo N° 004-97-SA, 
para restringir la atención sólo a madres gestantes infectadas con el VIH y 





























En cuanto a la omisión de prestación médica integral: 
 
- En la investigación Derecho a la salud: Ejercicio, exigencia y 
cumplimiento. Acceso a atención, tratamiento e insumos en salud sexual 
y reproductiva y VIH-sida45, se establece que de los componentes del 
derecho a la salud, el componente: Acceso a tratamiento, medicamentos 
e insumos requeridos en el momento oportuno (que incluye acceso a 
tratamiento antirretroviral), se ve afectado en todos los casos estudiados 
en dicha investigación. Tal como se ha comprobado en los expedientes 
analizados y corroborado con las entrevistas realizadas, el derecho a la 
salud de las personas portadoras de VIH-sida se ve vulnerado por la 
omisión de prestación médica requerida, la misma que implica los 
medicamentos antirretrovirales y exámenes periódicos de carga viral. 
 
- El Abog. Jhon Gutierrez Guerrero46, al señalar los derechos humanos 
más vulnerados con relación a las PVVS, considera entre ellos al 
derecho a la salud, el mismo que se ve vulnerado al negársele la 
atención médica a los pacientes seropositivos; lo señalado por este autor 
queda corroborado con los resultados de la investigación, pues del 
análisis de los expedientes judiciales, y lo señalado por los magistrados 
entrevistados, se puede verificar la vulneración del derecho a la salud de 
los demandantes, que se materializó a través de la omisión de la  
atención médica requerida, así como la provisión de medicamentos y 
exámenes periódicos. 
En cuanto a la concepción programática del derecho a la salud: 
 
                                                          
45 CORCUERA, Ricardo, HIDALGO, Catalina y QUINTANA, Alicia.  Derecho a la Salud: Ejercicio, exigencia y 
cumplimiento.  1a ed.  Lima: Nova Print SAC, 2006. 
46 GUTIERREZ Guerrero, Jhon.  Informe sobre la Situación del VIH-Sida y Derechos Humanos en Perú para el 
seguimiento al cumplimiento de las obligaciones emanadas de la Declaración de Compromisos en la Lucha 
contra el VIH-Sida.  [en línea].  Lima, 2003. [fecha de consulta: 20 de octubre 2012].  Disponible en: 
http://www1.umn.edu/humanrts/research/Peru-Informe%20sobre%20la%20situacion%20VIHSida%20DDH 
H%20Gutierrez.pdf 
- En la investigación Derecho a la salud: Ejercicio, exigencia y 
cumplimiento. Acceso a atención, tratamiento e insumos en salud sexual 
y reproductiva y VIH-sida, en los resultados en cuanto a la situación de 
vulnerabilidad vital que vive la persona en el momento en que se afecta 
su derecho a la salud, se llega a la conclusión de que la situación de 
vulnerabilidad se agrava debido a nuestra cultura de no reconocimiento 
de la salud como un derecho; tal como se ha comprobado, con el análisis 
de expedientes y las respuestas otorgadas por los magistrados 
entrevistados, el Estado mantiene la concepción de que el derecho a la 
salud y la política nacional de salud constituyen meras normas 
programáticas y no un derecho concreto, señalando que el derecho a la 
salud requiere de normas reglamentarias y constituyen un programa de 
acción para el Estado, antes que un derecho concreto exigible mediante 
la Acción de Amparo. 
 
- El Abogado Heber Joel Campos Bernal47 señala que no es atendible el 
argumento que refiere que los derechos económicos, sociales y 
culturales, entre ellos el derecho a la salud, son derechos programáticos 
mientras que los derechos civiles y políticos, no lo son; tal como se 
corrobora con la lo señalado por el Dr. Gerardo Eto Cruz (magistrado 
entrevistado), no resulta válido el argumento del Estado, de señalar que 
el derecho a la salud es una norma programática más que un derecho 
concreto, porque los derechos sociales en general y el derecho a la salud 
en particular, son derechos de naturaleza prestacional. Si bien, en la 
definición de las prioridades a ser satisfechas por el Estado, existe un 
margen de discrecionalidad que se deriva de su capacidad de conocer 
globalmente la disponibilidad de recursos y el tamaño de urgencia de las 
necesidades a ser satisfechas, dicha discrecionalidad no e ilimitada, al 
punto de constituir los derechos en meras normas programáticas. 
 
 
                                                          
47 CAMPOS Bernal, Heber.  El Derecho a La Salud y las Implicancias de los DESC en el Ordenamiento Jurídico 
Nacional: Comentarios a la STC Exp. 2016-2004-AA/TC.  RAE Jurisprudencia.   Enero 2009. 
 
- Como señala la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los derechos humanos 48 el derecho a la salud no es sólo un objetivo 
programático a largo plazo, el hecho de que la salud deba ser un objetivo 
programático tangible no significa que no se deriven de él obligaciones 
inmediatas para los Estados. En efecto, éstos deben hacer todo lo 
posible, dentro de los límites de los recursos disponibles, para hacer 
efectivo el derecho a la salud, y adoptar medidas en ese sentido sin 
demora, ello se corrobora por lo señalado por el magistrado entrevistado, 
Dr. Edixon Esteban Dionicio, que señala que el derecho a la salud es un 
derecho fundamental que goza de todas las prerrogativas 
constitucionales, por lo que no se justifica la posición asumida por el 
Estado de considerarlo como un simple derecho programático, por el 
contrario, señala que deben adoptarse todas las medidas necesarias a 
efectos de resguardar este derecho pues se encuentra vinculado con la 
vida misma de estas personas. 
 
- El Tribunal Constitucional señala que la configuración del Estado Social 
y Democrático de Derecho requiere no solo de la exigencia de 
condiciones materiales para alcanzar sus presupuestos sino, además, 
su identificación con los fines de su contenido social, a efectos de que 
pueda evaluar tanto los contextos que justifiquen su accionar, como 
aquellos que justifiquen su abstención, evitando convertirse en un 
obstáculo para el desarrollo social49. Ello se corrobora con lo  indicado 
por el Dr. Niczon Holando Espinoza Lugo (magistrado entrevistado) que 
indica que tratándose de personas vulnerables (personas con VIH-sida) 
y en los casos específicos personas  de bajos recursos económicos, no 
solo contraviene la Ley que prevé la cobertura para personas en estado 
de necesidad, sino es contrario a la concepción de un Estado 
Constitucional y Social de Derecho, e importaría negar un mínimo de 
                                                          
48 El derecho a la salud - Folleto Informativo N° 31.  [en línea].  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los derechos humanos.  [Fecha de consulta: 12 de enero 2013]. 
Disponible desde Internet: 
http://www.unscn.org/layout/modules/resources/files/Factsheet31sp_1.pdf 
49 STC Nº 07320-2005-AA, FJ. 5.  Tribunal Constitucional del Perú.  2013  <www.tc.gob.pe> 
acceso con el que deben contar personas de este nivel, y materialmente 
hacer que se mueran por el curso normal del virus. 
 
En cuanto a la inaplicación de la ley: 
 
- El Abog. Jhon Gutierrez Guerrero hace referencia a la negativa al acceso 
a tratamiento, pese a preceptuarse en la norma la atención médica 
integral que incluye la provisión gratuita de medicamentos, 
efectivamente como se ha probado, el Estado omite prestar la atención 
médica a los demandantes, pese a estar establecido en la Ley N° 26626 
el derecho a la atención médica integral que les corresponde en su 
condición de portadores de VIH-sida; señalando en su defensa que en 
cuanto a la política del Estado con relación al Sida, ésta se encuentra 
normada en la Ley  N° 26626 y su Reglamento, el Decreto Supremo 004-
97-SA, el mismo que señala en su artículo 10° el acceso al tratamiento 
sólo para madres gestantes infectadas por el VIH y para todo niño nacido 



























































   Se ha vulnerado el derecho a la salud de las personas portadoras de 
VIH-sida al negárseles el tratamiento médico integral que requieren, 
consistente en la provisión de medicamentos requeridos según la 
prescripción médica de los médicos tratantes así como la realización de 
los exámenes periódicos, como pruebas CD4 y Carga Viral, cuando sean 
necesarias. 
 
   El Estado evade su responsabilidad de protección del derecho a la salud 
de estas personas, bajo una concepción programática del mismo y sin 
considerar su carácter prestacional, que significa que este derecho 
requiere una acción, un “dar”, un “hacer” por parte del Estado, es de 
carácter positivo; es decir, el derecho a la salud como derecho 
prestacional incluye el deber del Estado de otorgar la prestación de  un 
servicio público que resulte efectivo para los usuarios de la salud pública; 
sin embargo, el Ministerio de Salud precisa que el derecho  a la 
protección de la salud y el facilitamiento a todos al acceso equitativo a 
los servicios de salud, requieren de normas reglamentarias de inferior 
jerarquía y son, en consecuencia, más un programa de acción para el 
Estado exigible políticamente, que un derecho concreto exigible 
mediante la Acción de Amparo. 
 
   No se da cumplimiento a lo establecido en la Ley N° 26626 que 
determina su artículo 7° el derecho a la atención médica que les 
corresponde a las personas con VIH-Sida, ya que el Ministerio de Salud 
se ampara en una disposición reglamentaria; es decir invoca el Decreto 
Supremo 004-97-SA, el mismo que señala en su artículo 10° el acceso 
al tratamiento sólo para madres gestantes infectadas por el VIH y para 
todo niño nacido de madre infectada por el VIH. 
 
   En todos los casos, sede jurisdiccional, de determinó que el Ministerio 
de Salud considere a la recurrente en el grupo de pacientes que recibirán 
tratamiento integral contra el VIH-Sida por parte del Ministerio de Salud, 

















































  De manera general, el Estado debe abandonar la concepción 
programática del derecho a la salud como justificación de su inacción 
prolongada, y específicamente en materia de VIH-sida debe trabajar 
intensamente en implementar políticas públicas y medidas legislativas o 
normativas que permitan el ejercicio de este derecho. 
 
  El Ministerio de Salud debe derogar el artículo 10° del Decreto Supremo 
N° 004-97-SA – Reglamento de la Ley N° 26626, ya que este artículo 
limita el derecho a la atención médica integral gratuita sólo para madres 
gestantes infectadas con el VIH y niños nacidos de madre infectada, 
desnaturalizando lo establecido por la propia Ley CONTRASIDA, que 
reconoce en su artículo 7° el mismo derecho a todas las personas 
infectadas con el virus. 
 
  A efectos de ejecutar lo establecido en el artículo 7° de la Ley N° 26626, 
modificado por la Ley N° 28243, el Ministerio de Salud debe crear un 
“Programa de Atención, Tratamiento y Provisión Gratuita Progresiva de 
medicamentos para personas con VIH-sida”, ello en atención, a que por 
motivos presupuestarios no es posible atender a toda la población 
seropositiva; sin embargo, y con el compromiso de la ampliación de 
presupuesto y mejora de este programa, se deberá incluir, como primera 
fase, la atención de las PVVS a través de este programa, evaluando 
factores como: 
 Condiciones económicas. 
 Estado de la enfermedad. 
 Carga familiar. 
 Otros.  
Debe quedar en claro, que a este programa no sólo podrán acudir madres 
gestantes infectadas con el virus y menores nacidos de madre infectada, 
sino que será para todos los que padecen de VIH-sida, los mismos que 
serán evaluados según los factores ya indicados, a fin de priorizar la 
atención gratuita. 
 
  El Poder Ejecutivo deberá ampliar la partida presupuestaria para el 
Sector Salud, para que se pueda desarrollar el ya mencionado 
“Programa de Atención, Tratamiento y Provisión Gratuita Progresiva de 
medicamentos para personas con VIH-sida”, que en primer momento 
atendiendo a los factores indicados sólo incluiría a aquellas PVVS en 
mayor estado de necesidad; entonces, en la siguiente etapa de este 
proyecto, se incluirían a más PVVS, con especial atención a quienes ya 
se encontraban en lista de espera (solicitudes denegadas en la primera 
etapa de implementación del programa). 
 
  El Ministerio de Salud debe adicionar al Decreto Supremo N° 004-97-SA, 
un artículo referido a las sanciones para los profesionales, trabajadores 
e instituciones vinculadas a la salud que impidan el ejercicio de los 
derechos reconocidos en el artículo 7° Ley N° 26626, modificado por Ley 
N° 28243. Ello implica, dar cumplimiento a la propia Ley CONTRASIDA, 
ya que esta señala que en el Reglamento se establecerán las sanciones; 
sin embargo, hasta la fecha, dichas sanciones no han sido incorporadas 
al Reglamento. 
 
 El Ministerio de Salud, con el apoyo instituciones públicas y privadas, 
debe realizar una campaña de difusión de la normativa nacional en 
materia de VIH-sida, sus modificatorias y nuevo programa, a efectos de 
que las personas que padecen esta enfermedad conozcan los derechos 
que pueden exigir en los establecimientos de Salud, así como los pasos 
que deben seguir para ser atendidos en el “Programa de Atención, 
Tratamiento y Provisión Gratuita Progresiva de medicamentos para 
personas con VIH-sida”. 
 
 El Estado debe asumir la problemática del VIH-sida, al igual que lo ha 
hecho con la TBC. Actualmente, la atención y tratamiento para personas 
con TBC resulta efectivo, ya que se les brinda atención y medicamentos 
gratuitos, tratamiento psicológico personal y charlas educativas familiares, 
ello porque esta enfermedad viral se propaga con gran facilidad; entonces, 
y atendiendo a la realidad y las cifras excesivas de personas que viven 
con VIH-sida, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para que se 
les otorgue el mismo tratamiento. 
 
 A nivel mundial, y particularmente, los países miembros de la 
Organización Mundial de Comercio, menos adelantados como el nuestro, 
deben adoptar las medidas necesarias para proteger la salud pública y 
garantizar el acceso a las medicinas para toda la población, ello en el 
marco de la Declaración Ministerial de DOHA, pues no se puede preferir 
la protección del derecho a la propiedad intelectual (creación de nuevas 
medicinas) en afectación del derecho a la salud y a la vida misma. Se 
debe considerar que ya por mucho tiempo las grandes empresas 
farmacéuticas han lucrado con la enfermedad del VIH-sida, colocando 
altos precios a las medicinas, lo que impide que la gran mayoría de 
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ANEXO N° 1 
 
 
 OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES:





Sí se ha vulnerado el 
derecho a la salud de 
las personas 
portadoras de VIH-
sida en la ciudad de 






derecho a la salud 
Al encontrarse imposibilitado de satisfacer 
demandas inmediatas, el Estado 
generalmente opta por desamparar de 
atención a quienes claman por la urgente 
respuesta de sus órganos, argumentando 
que la omisión se fundamenta en razones 
de estricto alcance presupuestal. (La salud 
como atributo no programático.  5 p.) 
Se produce cuando el 
Estado no implementa las 
medidas adecuadas para 
tutelar este derecho, lo que 
deviene en una falta de 
bienes y servicios 
adecuados de salud. 
 Concepción 
programática del 
derecho a la salud. 
 Omisión de 
prestación de 
atención médica. 





Población vulnerable cuya vida, tanto en su 
aspecto material como en el que 
corresponde al desarrollo de su 
personalidad, depende de las acciones 
concretas que emprenda el Estado (…), 
tanto en materia de salud como en lo que 
concierne al acceso al tratamiento 
antirretroviral de gran actividad, como en 
otros aspectos, tales como prevención, 
atención integral, seguridad social y 
pensión. (Tribunal Constitucional.  
Fundamento 29 –  Stc. Exp. N.° 04749-2009-
PA/TC) 
Grupo de personas en 
situación de vulnerabilidad 
por su condición, que 
requieren que el Estado 
adopte las medidas 
concretas para hacer 
efectivo su derecho a la 
salud, otorgando la atención 
médica que necesitan. 
 Leyes especiales 
para la protección de 
estas personas. 
 Políticas públicas 
para combatir la 
epidemia y mejorar la 




ANEXO N° 2 






N° DE EXPEDIENTE        :     
JUZGADO                        :    
PARTE DEMANDANTE   :    EN RESERVA 
PARTE DEMANDADA     :    
































FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA: 
 













































- Concepción Programática del derecho a la salud. 



























DECISIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: 
 
 



































ANEXO N° 3 
GUIA DE ENTREVISTA 








1) ¿Cuál es para Ud. la definición del concepto derecho a la salud? 
 
2) ¿A través de las normas, el Estado qué nos da a entender como definición del 
concepto derecho a la salud? 
 
3) ¿Tiene conocimiento de las acciones de amparo interpuestas por personas con 
VIH-sida contra el Estado peruano, por vulneración de su derecho a la salud? 
 
4) ¿Considera Ud. que al negársele a estas personas acceso a tratamiento médico 
integral se ha vulnerado su derecho a la salud? 
 
5) ¿Considera válido el argumento del Estado, de señalar que el derecho a la salud 
es una norma programática más que un derecho concreto y que por ello no es 




6) ¿Considera válido que el Estado se ampare en el Decreto Supremo N° 004-97-
SA que establece en su artículo décimo el tratamiento gratuito para madres 
gestantes y niños nacidos de madre infectada por el VIH, desconociendo la Ley 
N° 26626 que establece en su artículo séptimo el derecho de toda persona con 
VIH-Sida a una atención médica integral? 
 
7) ¿Considera Ud. que las normas en materia de VIH-Sida son efectivas? 
 
8) ¿Qué medidas considera Ud. que debe adoptar el Estado a fin resguardar el 
























ANEXO N° 4 




















ANEXO N° 5 























ANEXO N° 6 





















ANEXO N° 7 
FICHAS DE BÚSQUEDA DE (04) EXPEDIENTES JUDICIALES 
(ACCIONES DE AMPARO INTERPUESTAS POR PERSONAS PORTADORAS DE 



















ANEXO N° 8 




















             MARJORIE CAROLINA CARRASCO RIMARACHIN, identificada con DNI N° 46436666, 
domiciliada en Urb. Los Cipreses Mz. S- Lte. 14 de la Ciudad de Chimbote - Distrito de Nuevo 
Chimbote, con correo electrónico marjorie-ccr@hotmail.com y número de celular 043 – 
940437271, tengo el honor de dirigirme a Ud. a fin de señalar: 
  
1.  Como estudiante de XI Ciclo de la Facultad de Derecho, de la Universidad César Vallejo 
– Filial Chimbote, estoy realizando la tesis correspondiente para optar por el título de 
Abogada, tesis que se titula “VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS PORTADORAS DE VIH-SIDA EN LA CIUDAD DE LIMA EN EL PERÍODO 
2002 - 2012.” En atención a ello, me encuentro realizando el análisis de los expedientes 
de la materia (acciones de amparo interpuestas por personas portadoras de VIH-Sida 
contra el Estado Peruano, representado por el Ministerio de Salud), análisis que será 
reforzado con entrevistas a especialistas en el tema. 
 
 
2. Se pretende determinar si en esos casos: 
 
- El Estado evadió su responsabilidad de protección del derecho a la salud, bajo una 




- El Estado sin tomar en cuenta la Ley N°  26626 que establece en su artículo séptimo 
el derecho de toda persona con VIH-Sida a una atención médica integral, se acoge a 
una norma de rango inferior Decreto Supremo N° 004-97-SA que establece en su 
artículo décimo el tratamiento gratuito para madres gestantes y niños nacidos de 
madre infectada por el VIH. 
 
- Verificar la protección otorgada por el Órgano Jurisdiccional 
 
3. Es de precisar, que sobre el tema, dos procesos judiciales han llegado hasta el Tribunal 
Constitucional, finalizando con sentencia favorable para la parte demandante (persona 
portadora de VIH-Sida), expedientes que detallo a continuación: 
 
- Sentencia del Tribunal Constitucional Exp. 2945-2003-AA/TC 
 
N° de Expediente      : 2002-35626-J-CI-43 
Juzgado                    : 43vo Juzgado Civil 
Parte Demandante     : En reserva 
Parte Demandada      : El Estado 
                                            Ministerio De Salud 
 
- Sentencia del Tribunal Constitucional Exp. 2016-2003-AA/TC 
 
N° de Expediente      :   2002-57694-J-Ci-16 
Juzgado                     :   16avo Juzgado Civil 
Parte Demandante    :   En reserva 




4. En atención a lo antes expuesto, y tomando en consideración que Ud. es (especialista en 
Derecho Constitucional o Civil, Magistrado, Miembro del Tribunal Constitucional), solicito 
acceda a brindar una entrevista personal, debido a que esta será de fundamental apoyo 
para mi tesis.  
 
            POR TANTO: 
En atención a lo expuesto, solicito acceder a mi solicitud, por tener fines académicos. 
 
ANEXOS: 
- Copia de DNI. 
- (03) Copias de Constancias de Validación de la Guía de Entrevista. 
- Sentencias Exp. 2945-2003-AA/TC y Exp. 2016-2003-AA/TC. 





                                                                             Marjorie Carolina Carrasco Rimarachin 



















ANEXO N° 9 













GUIA DE ENTREVISTA 
 
Fecha: 24/06/2013      
Hora: 12 p.m 
Lugar: Tribunal Constitucional – Sede Lima (Jr. Azángaro 114) 
Entrevistado: Dr. Gerardo Eto Cruz 
    Magistrado miembro del Tribunal Constitucional 




1. ¿Cuál es para Ud. el concepto del derecho a la salud? 
 
El derecho a la salud es un derecho fundamental expresamente recogido en 
nuestra Constitución en su artículo 7, el que se encuentra integrado por una 
serie de elementos que integran su contenido constitucionalmente protegido. El 
derecho a la salud es el derecho al nivel más óptimo posible de salud física, 
mental y social. No es un derecho a tener buena salud, sino un derecho a gozar 
de todas las condiciones necesarias para preservar la salud y alcanzar niveles 
óptimos de ésta. En este punto, son trascendentales las políticas de Estado 
destinadas a brindar condiciones adecuadas de vida a la población 
(alimentación, medio ambiente adecuado, vivienda, etc.), así como las políticas 
de salud destinadas a prevenir enfermedades y a brindar atenciones de salud 
cuando se presenten estas ocurrencias sanitarias. Los centros de salud deben 
brindar servicios accesibles, disponibles, adecuados, adaptados culturalmente. 
16 
 
El sistema de salud, debe ser construido en base al principio de equidad y 
permitir el acceso a la salud a todos los residentes en el territorio nacional, 
priorizando a determinadas poblaciones especialmente protegidas por la 
Constitución. El sistema se construye también en base al principio de 
progresividad y solidaridad. Es crucial también la vigencia de los principios de 
participación, rendición de cuentas, transparencia y gestión de indicadores, 
para que la política se enmarque dentro de exigencias de adecuación 
constitucional. Todas estas dimensiones del derecho a la salud (prestacionales 
o no) se encuentran protegidas por la Constitución y pueden ser judicializadas 
en base a distintas técnicas de tutela. 
 
2. ¿A través de las normas, el Estado qué nos da a entender como definición del 
concepto derecho a la salud? 
 
El derecho a la salud se encuentra recogido en el artículo 7, que recoge también 
el principio de equidad en salud. El derecho a la salud se interpreta también a 
la luz de los tratados de derechos humanos suscritos por el Perú y la 
interpretación que hacen de ellos los organismos internacionales encargados 
de su protección (Cuarta Disposición Final y Transitoria). En este caso, el 
derecho a la salud se encuentra recogido en el artículo 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y ha sido 
desarrollado por la Observación General Nº 14 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. En el ámbito nacional, son leyes de 
desarrollo constitucional de este derecho la Ley Nº 26842, Ley General de Salud 






3. ¿Tiene conocimiento de las acciones de amparo interpuestas por personas con 
VIH-Sida contra el Estado peruano, por vulneración de su derecho a la salud? 
 
Son conocidos los casos Azhanca Alhelí (STC 2945-2003-PA/TC) y Correa 
Condori (STC 2016-2004-PA/TC) resueltos por el Tribunal Constitucional 
peruano, sobre acceso al tratamiento de retrovirales de personas de escasos 
recursos económicos.  
 
4. ¿Considera válido el argumento del Estado, de señalar que el derecho a la salud 
es una norma programática más que un derecho concreto y que por ello no es 
obligatorio atender a estas personas? 
 
Los derechos sociales en general y el derecho a la salud en particular 
ciertamente son derechos de naturaleza prestacional, regidos por el principio 
de progresividad, que exige que el Estado destine hasta el máximo de los 
recursos disponibles para satisfacer las distintas dimensiones del derecho en 
cuestión. En la definición de las prioridades a ser satisfechas por el Estado, el 
Estado tiene un margen de discrecionalidad que se deriva de su capacidad para 
conocer globalmente la disponibilidad de recursos y el tamaño y urgencia de las 
necesidades a ser satisfechas, además de su legitimidad democrática para 
preferir, en base a consideraciones axiológicas, unos derechos sobre otros y 
algunas dimensiones de estos derechos sobre otras; sin embargo, dicha 
discrecionalidad no es ilimitada, al punto de constituir los derechos meros 
principios rectores o normas programáticas (de absoluta discrecionalidad del 
legislador o del gobierno), sino que los jueces pueden evaluar las razones para 
la priorización hecha por el Estado y, en todo caso, para la desatención absoluta 
o relativa de ciertas dimensiones constitucionalmente protegidas de los 
derechos. Dicha evaluación puede efectuarse a través de los test de 
razonabilidad (control de políticas públicas creado por la Corte Constitucional 
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de Sudáfrica) y proporcionalidad (esgrimido por la autora argentina Laura 
Clérico). 
 
5. ¿Considera Ud. que al negársele a estas personas acceso a tratamiento médico 
integral se ha vulnerado su derecho a la salud? 
En los casos abordados por el Tribunal Constitucional peruano ciertamente que 
sí. Hay que evaluar en todo caso, causa por causa. Y es que los exámenes de 
proporcionalidad se realizan a partir de los elementos que aportan los casos y 
que nos pueden anotar la gravedad de las consecuencias de la falta de provisión 
de tratamiento médico, las condiciones de indefensión de la persona y la 
negligencia con que haya actuado el Estado en dicho caso. Estos parámetros 
se aportaron en Azanca Alhelí. 
 
6. ¿Considera válido que el Estado se ampare en el Decreto Supremo N° 004-97-
SA que establece en su artículo décimo el tratamiento gratuito para madres 
gestantes y niños nacidos de madre infectada por el VIH, desconociendo la Ley 
N° 26626 que establece en su artículo séptimo el derecho de toda persona con 
VIH-Sida a una atención médica integral? 
 
Es claro que un reglamento o un decreto supremo no puede desnaturalizar 
aquello que se encuentra ordenado en una norma de rango legal. Ciertamente 
el Estado puede efectuar priorizaciones para el acceso de determinadas 
poblaciones a servicios de salud, pero dichas priorizaciones no solo no deben 
ser discriminatorias, sino que no pueden afectar niveles esenciales del derecho, 
dejando en total estado de indefensión a las personas, con el riesgo de 
condenarlas a la muerte o a vidas absolutamente indignas. 
 




Actualmente se ha ampliado en gran medida el acceso a servicios de salud a 
las personas infectadas con VIH, sin embargo habría que tener en cuenta otros 
factores, pues muchas de estas personas pueden sufrir otros problemas a partir 
de su enfermedad, frente a los cuales deben también recibir asistencia de parte 
del Estado. No es lo mismo que una persona con una enfermedad poco invasiva 
o degenerativa no tenga asistencia psicológica o social frente a fenómenos 
como discriminación, desempleo, abandono de la familia, etc., que una persona 
con esta enfermedad sufra estas consecuencias adversas. En esos otros 
ámbitos falta todavía asistencia estatal, como la que sí existe en otros países. 
La atención especial a casos de padecimientos diferenciados es un principio 
que nos han enseñado Amartya Sen y Martha Nussbaum a través de su 
enfoque de las capacidades. 
 
8. ¿Qué medidas considera Ud. que debe adoptar el Estado a fin resguardar el 
derecho a la salud de las personas con VIH-Sida? 
 
La atención en salud depende ciertamente de varios factores. El presupuesto y 
el acceso a medicamentos son dos de ellos. En cuanto a los recursos 
presupuestales, el Estado debe hacer el máximo esfuerzo para que los recursos 
humanos y económicos sean los suficientes para atender gratuitamente o con 
costos diferenciados a las personas que no pueden pagar el servicio o que 
pueden contribuir con él en grado mínimo. La capacitación de los recursos 
humanos es esencial, pues existe mucha discriminación en la atención. En 
cuanto al acceso a los medicamentos (retrovirales) es preciso tener en cuenta 
que el alto costo de estos tratamientos que los hacen prohibitivos tiene que ver 
con medicamentos patentados. Los tratados de libre comercio están haciendo 
más difícil el acceso. El Estado debe promover acuerdos a nivel internacional 
para que se reduzcan el costo de estos medicamentos, y, en todo caso, aplicar 


























Fecha: 19 de Junio de 2013      
Hora: 3:00 pm 
Lugar: Salas Superiores de  la Corte Superior de Justicia del Santa - Av. Bolognesi  N° 
801, Esquina José Gálvez 
Entrevistado: Dr. Niczon Holando Lugo Espinoza 
Juez Superior de la Primera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia Del Santa 
Entrevistador: Marjorie Carolina Carrasco Rimarachin. 
 
1. ¿Cuál es para Ud. la definición del concepto derecho a la salud? 
 
La salud es un componente indisoluble del derecho a la vida y a la dignidad de 
la persona humana, porque el derecho a la vida o a vivir, como derecho primario, 
no debe entenderse solo como aquello que siga su curso normal que las leyes 
de la naturaleza le han asignado resguardándole de que ni el propio titular del 
derecho y menos los demás miembros de la sociedad ni el Estado desde el 
Poder pueda disponer de ello, sino, dado que la persona humana no es solo el 
corpus y el alma o psiquis (dimensión estática) sino actuante en su entorno 
social en el que despliega sus potencialidades (dimensión dinámica), para que 
esa vida sea digna, tiene que gozar de buena salud, esto es, que no solo debe 
tener la integridad corpórea así como la naturaleza nos ha asignado, sino debe 
tener funcionalidad normal de todos sus órganos o de todo su organismo: Sólo 
así puede tener bienestar y calidad de vida y solo así puede desplegar cuantos 
atributivos que el ordenamiento jurídico le asigna –claro está sin colisionar con 
otros derechos, bienes e intereses también valiosos-, en suma, desarrollarse 




 En ese contexto el derecho a la salud debe entenderse como la cobertura que 
debe recibir el ciudadano para restituir o recuperar su estado de salud normal 
ante contingencias que la hacen disminuir o perder la funcionalidad de alguno 
de sus órganos.  
 
Este derecho debe enfocarse desde la concepción de un Estado Constitucional 
y Social de Derecho, propia de la configuración del Estado Peruano, en que si 
bien solo un grupo minoritario tiene capacidad económica para autofinanciar lo 
que demande la recuperación de su salud, pero, habiendo una gran mayoría 
que no lo puede, el Estado tiene que asumir esa responsabilidad dentro de las 
políticas de redistribución de la riqueza y políticas públicas en este ámbito, como 
en verdad lo viene asumiendo pero con deficiencias que es de público 
conocimiento, y sabemos que últimamente ha implementado el SIS y tiene lleva 
a programas de lucha contra la TBC, la fiebre amarilla sin costo alguno para el 
paciente. 
 
2. ¿A través de las normas, el Estado qué nos da a entender como definición del 
concepto derecho a la salud? 
 
Como definición del concepto de salud, en lo que anteriormente acabo de 
abordar, vamos a tener coincidencia y hasta un consenso universal, Esto es, el 
Estado también define la salud más o menos en estos términos, y si leemos los 
medios de información médicos o publicaciones del Ministerio de Salud, vamos 
encontrar conceptos parecidos. 
 
El problema está en la concepción restringida justificada por razones de orden 
presupuestal que tiene el Estado respecto a la salud de la población que tiene 
contraída el VIH-SIDA desde la Ley N° 26626 y su modificatoria 28243 y su 
Reglamento, Decreto Supremo N° 04-97-SA, respecto a la implementación del 




Vista desde la Ley, el Programa comprende la acción estatal como la privada, 
ésta última sujeta al contrato. La acción estatal es progresivo, y, si bien señala 
que comprende la atención integral de salud, pero no debe entenderse como 
totalmente gratuita como lo es el Programa TBC, pues, en el numeral 7.2.c, 
referido a la parte más neurálgica que tiene naturaleza de disponibilidad 
presupuestaria, sienta el principio de gratuidad progresiva en el tratamiento 
retro-antiviral, con prioridad en las personas en situaciones de vulnerabilidad y 
pobreza extrema”. 
 
Su Reglamento, en su artículo 10 restringe, lo limita el goce de este derecho a 
las gestantes infectadas y al niño nacido de madre infectada, y en el “esquema 
y por el tiempo recomendado por el PROCETSS”.  
 
3. ¿Tiene conocimiento de las acciones de amparo interpuestas por personas con 
VIH-Sida contra el Estado peruano, por vulneración de su derecho a la salud? 
 
Si tengo conocimiento, de la STC 2945-2003-AA/TC y la STC 2016-2004-
QAA/TC. 
 
4. ¿Considera Ud. que al negársele a estas personas acceso a tratamiento médico 
integral se ha vulnerado su derecho a la salud? 
 
La evaluación constitucional de este derecho, sobretodo en el amparo, debe ser 
caso por caso y no de modo abstracto, por lo que de comprobarse la negación 
de este derecho a una persona vulnerable se habría conculcado su referido 
derecho conforme a lo que ya predica la misma Ley. 
 
5. ¿Considera válido el argumento del Estado, de señalar que el derecho a la salud 
es una norma programática más que un derecho concreto y que por ello no es 




No lo considero válido, porque tratándose de una persona vulnerable y en 
pobreza extrema, no solo contraviene la Ley que prevé la cobertura para 
personas en estado de necesidad, sino es contrario a la concepción de un 
Estado Constitucional y Social de Derecho, e importaría negar un mínimun de 
acceso con que deben contar personas de este nivel, y materialmente hacer 
que se mueran por el curso normal del virus. 
 
6. ¿Considera válido que el Estado se ampare en el Decreto Supremo N° 004-97-
SA que establece en su artículo décimo el tratamiento gratuito para madres 
gestantes y niños nacidos de madre infectada por el VIH, desconociendo la Ley 
N° 26626 que establece en su artículo séptimo el derecho de toda persona con 
VIH-Sida a una atención médica integral? 
 
Al parecer su pregunta sugiere que por atención integral debe entenderse como 
universalmente gratuito, pero, como ya lo he señalado anteriormente, el 
Programa alcanza todos los frentes o líneas de acción. El problema está en que 
una de esas líneas de acción que la hace cuestionable es la provisión 
permanente de antirretrovirales, respecto al cual la misma Ley también adopta 
la progresividad y gradualismo conforme a la disponibilidad presupuestaria, 
limitando su provisión a personas vulnerables y de pobreza extrema, y su 
Reglamento, lo limita aún más como bien lo señala la pregunta. Por lo que, no 
es correcto que el Estado niegue aún a personas vulnerables y de pobreza 
extrema y solo coberture a madres gestantes y a niños nacidos de madres 
infectadas, pues, con ello se contradice la Ley y se desdice de ser un Estado 
Constitucional y Social de Derecho y pone a la persona a un d destino incierto 
y de inexorable pérdida de calidad de  vida y muerte.     
  




Por los antecedentes que nos muestran las sentencias del Tribunal 
Constitucional, me parece que no, pero, tendría que hacerse un estudio de 
campo si es que se pretende una respuesta científica. 
 
8. ¿Qué medidas considera Ud. que debe adoptar el Estado a fin resguardar el 
derecho a la salud de las personas con VIH-Sida? 
 
También para una respuesta científica, merece un estudio de campo. Sin 
embargo, puedo atreverme a sostener, en base a lo que sé un poco por 
información periodística y literatura médica el VIH-SIDA es una enfermedad 
recién conocida en todo el mundo y tal vez lo sea así, porque recién la ciencia 
ha llegado a esa posibilidad de conocerlo, y, aún se está investigando para 
obtener un medicamento que cure, y lo que hasta ahora se ha obtenido son los 
llamados antirretrovirales que solo tienen por función controlar el avance del 
virus y su llegada a la etapa final SIDA, y asimismo, estos medicamentos son 
muy caros en que se colisiona inclusive con el derecho de propiedad intelectual. 
 
Dentro de este contexto, estoy de acuerdo con la previsión legal que prioriza 
ese mínimun para personas vulnerables y de pobreza extrema.  
 
Un intento de dar una afirmación como una cobertura gratuita de modo 
universal, me llevaría analizar por ejemplo si es más prioritario la pensión 65 u 
otros programas que la atención al Programa Contrasida, y otras 
consideraciones, que sería tarea sobretodo del legislador nacional. 
 
GUIA DE ENTREVISTA 
 
Fecha: 19 de Junio del 2013      
Hora: 3:00 pm 
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Lugar: Sede de los Juzgados Civiles y Paz Letrado de la Corte Superior de Justicia del 
Santa. 
Entrevistado: Dr. Edixon Miguel Esteban Dionicio. 
Juez del Juzgado de Paz Letrado especializado Laboral de la 
Provincia Del Santa. 




1. ¿Cuál es para Ud. la definición del concepto derecho a la salud? 
 
Esta ha tenido una evolución en el ámbito del tribunal constitucional toda vez 
que inicialmente  el Tribunal Constitucional concebía  que el derecho a la salud 
era un derecho programático toda vez que estaba supeditado  a el 
establecimiento de aspectos presupuestales, sin embargo atendiendo ya a las 
sentencias recientes emitidas respecto a las personas que tienen amparo 
constitucional y especialmente las personas que están  infectadas con el virus 
del VIH este derecho a la salud viene a constituir un derecho fundamental y  
como derecho  fundamental goza de todas las prerrogativas constitucionales y 
no debe estar supeditado a parámetros presupuestales, siendo así se estaría 
desprotegiendo a la persona y sería un atentado contra la dignidad de la misma. 
2. ¿A través de las normas, el Estado qué nos da a entender como definición del 
concepto derecho a la salud? 
 
Bueno sobre el derecho a la salud, el Estado nos dice que es un derecho que 
esta propiamente supeditado a una programación presupuestal. La Constitución 
no define concretamente el derecho a la salud como tal, sin embargo, teniendo 
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el Estado un rol condicionado a un presupuesto se debe entender que el Estado 
lo concibe de esta manera, empero como ya se ha indicado éste no debe ser 
entendido como un derecho propiamente programático sino como un derecho 
fundamental, un derecho concreto no supeditado a ninguna otra condición. 
 
3. ¿Tiene conocimiento de las acciones de amparo interpuestas por personas con 
VIH-Sida contra el Estado peruano, por vulneración de su derecho a la salud? 
 
Las últimas sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional: Sentencia  2945-
2003, interpuesta por Doña Azanca Alhelí  y la otra Sentencia 2016-2004, que 
también está referida a un amparo de una persona con VIH-Sida contra el 
Estado peruano. 
 
4. ¿Considera Ud. que al negársele a estas personas acceso a tratamiento médico 
integral se ha vulnerado su derecho a la salud? 
 
Bueno valorando la actitud asumida por el Estado, entendiendo que el derecho 
a la salud no debe ser asumido como derecho programático, obviamente no la  
justifico y entiendo que mal hace el Estado asumiendo una posición de esa 
naturaleza, más aun si hablar del derecho a la salud no solamente es hablar del 
derecho a la vida sino también de la dignidad de la persona, siendo así cualquier 
acción mucho más cualquier conducta adoptada por el Estado influye en este 
derecho de las personas. 
5. ¿Considera válido el argumento del Estado, de señalar que el derecho a la salud 
es una norma programática más que un derecho concreto y que por ello no es 
obligatorio atender a estas personas? 
 
Por supuesto, más aún si el Estado es el primer llamado a adoptar todas las 
medidas para satisfacer las necesidades de primera índole cuando se trata de 
personas que están en estado de indefensión, debemos de entender que las 
personas con VIH no deben ser tratadas de manera discriminada así como las 
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madres y los niños, los ancianos y la familia para el Estado deben ser tratados 
de manera prioritaria, considero que las personas infectadas con VIH deben ser 
tratadas de la misma manera y que el Estado y la sociedad deben adoptar todas 
las medidas para que estas personas gocen de sus mínimos derechos. 
 
6. ¿Considera válido que el Estado se ampare en el Decreto Supremo N° 004-97-
SA que establece en su artículo décimo el tratamiento gratuito para madres 
gestantes y niños nacidos de madre infectada por el VIH, desconociendo la Ley 
N° 26626 que establece en su artículo séptimo el derecho de toda persona con 
VIH-Sida a una atención médica integral? 
 
La atención integral es un concepto amplio que no establece ningún tipo 
parámetros y el hecho de restringir la atención en mérito al establecimiento de 
una disposición, que es incluso de menor jerarquía, se transgrede el espíritu de 
la misma ley, siendo así obviamente considero que es una conducta o actitud 
arbitraria por parte de los órganos encargados de brindar el servicio médico a 




7. ¿Considera Ud. que las normas en materia de VIH-Sida son efectivas? 
 
A la luz de lo resuelto por el Tribunal Constitucional, presentados como 
casuística, entiendo que no son eficientes, pero no son eficientes en el sentido 
de que el mismo Estado a través de sus órganos correspondientes no asume 
una conducta propiamente en aras de brindarle lo mejor  a estas personas 
infectadas con el VIH; y por parte de la colectividad  no hay un cambio de 
conducta, no hay intención por parte de la Sociedad para aceptarlos, los vemos 
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como personas diferentes, eso no permite que las normas sean efectivas, se 
puede establecer políticas pero no es suficiente. 
 
 
8. ¿Qué medidas considera Ud. que debe adoptar el Estado a fin resguardar el 
derecho a la salud de las personas con VIH-Sida? 
 
Además de las normas ya establecidas, considero que es posible hacer 
reajustes a las mismas, especialmente en materia de acceso, se debe 





















ANEXO N° 10 
RESOLUCIONES N° 2945-2003-AA/TC Y N° 2016-2004-AA/TC 
(02 DE LOS EXPEDIENTES ANALIZADOS LLEGARON HASTA EL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL) 
 
